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RESUMEN EJECUTIVO 
 

El objetivo de este estudio fue evaluar la gestión del Minaet, el Senara y el AyA en el 
otorgamiento, control y seguimiento de los permisos para la perforación de pozos, las 
concesiones para el aprovechamiento de aguas y el cobro del canon por este último, todo en 
las zonas costeras; a efecto de determinar si esos procedimientos se realizan con apego en 
la normativa técnica y jurídica vigente. El estudio comprendió el período entre el 1 de enero 
de 2004 y el 31 de diciembre de 2008. 
 
El efecto que ha provocado el desarrollo inmobiliario y turístico en los últimos años en las 
provincias de Guanacaste y Puntarenas, ha incidido en un aumento significativo en la 
demanda de las aguas subterráneas, lo que ha puesto en peligro inminente de 
sobreexplotación y de contaminación por intrusión salina los sistemas acuíferos costeros, 
que no solo abastecen estos proyectos constructivos, sino que son las fuentes de 
abastecimiento de las poblaciones costeras. La respuesta de las entidades estatales ante 
dicha situación denota una gestión desintegrada, que no ha buscado la preservación y 
protección de los sistemas acuíferos que suministran el recurso hídrico que han requerido los 
usuarios, lo que es imprescindible, porque muchos de esos acuíferos son pequeños, 
vulnerables y con poca capacidad de recarga. 
 
Tal gestión se ve afectada por actuaciones desvinculadas sin que exista total claridad del 
Minaet y el Senara en cuanto a las competencias que les asiste y el carácter vinculante 
acerca del establecimiento y aplicación de las medidas administrativas tendentes a restringir 
la perforación de pozos en zonas altamente vulnerables y esta última no cuenta con una 
programación que priorice por acuífero estos estudios; así como tampoco esas entidades se 
han puesto de acuerdo para oficializar el uso de términos, metodologías de investigación, 
tipo y calidad de los datos a utilizar en cada estudio hidrogeológico que se efectúe, lo que los 
lleva a discutir sobre la idoneidad de esos estudios, cuando el principal problema es la 
disponibilidad de datos suficientes para respaldarlos. 
 
Tampoco hay una gestión eficiente e integral entre las indicadas instituciones en el trámite 
del otorgamiento de permisos para la perforación de pozos, siendo que no hay una 
fundamentación idónea de oposiciones a la perforación, ni el recurso humano y equipo 
especializado que asegure un eficiente control sobre los pozos perforados, el uso eficiente 
del recurso hídrico y que cada pozo cuente con su respectiva concesión para el 
aprovechamiento de aguas; por lo que, un 96% de los pozos analizados no poseen su 
respectiva concesión, aprovechando ilegalmente el agua y no cancelando el correspondiente 
canon de aprovechamiento. Esta misma situación se replica en el caso de las Asadas en 
zonas costeras, con el agravante de que muchos de esos pozos no se ubican a las 
distancias recomendadas unos de otros, no dejan los retiros de ley con respecto a las 
construcciones y no cuentan con el equipamiento ni la infraestructura de protección 
requerida. 
 
En consecuencia se dispuso, principalmente al Minaet, al Senara y al AyA, accionar lo 
necesario para ejercer un control y una coordinación más efectivos y oportunos sobre el uso 
del recurso hídrico en las zonas costeras y acatar las restricciones administrativas en el 
ámbito de competencia de estas instituciones. 
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1. INTRODUCCIÓN 
 

1.1. Origen del estudio 
 

El estudio se realizó con fundamento en las competencias conferidas a la 
Contraloría General de la República en los artículos 183 y 184 de la Constitución Política, 21 
y 26 de su Ley Orgánica, Nro. 7428 y en atención al Plan Anual Operativo de la División de 
Fiscalización Operativa y Evaluativa (DFOE) para el año 2008. 
 

1.2. Objetivo del estudio 
 

La auditoría tuvo como objetivo el comprobar si para el proceso de otorgamiento 
de los permisos y las concesiones para el aprovechamiento de agua en las zonas costeras, 
se consideran la oferta hídrica disponible y la normativa técnica y jurídica vigente. 
 

1.3. Naturaleza y alcance del estudio 
 

El estudio comprendió el análisis de la gestión realizada por el Departamento de 
Aguas del Ministerio del Ambiente, Energía y Telecomunicaciones (Minaet), el Servicio 
Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento (Senara) y el Instituto Costarricense 
de Acueductos y Alcantarillados (AyA) para el otorgamiento, control y seguimiento de los 
permisos para la perforación de pozos, concesiones para el aprovechamiento de aguas y el 
cobro del canon por ese aprovechamiento, en zonas costeras del país. Asimismo, 
comprendió el análisis selectivo de los pozos perforados y administrados por algunas de las 
Asociaciones Administradoras de Acueductos y Alcantarillados (Asadas) en esas zonas 
costeras.  
 

Considerando que el término “zona costera” no posee delimitación geográfica 
definida, legal o técnicamente, en común acuerdo con el Departamento de Aguas se trabajó 
en casos incluidos dentro de la delimitación geofísica de cuatro kilómetros tierra adentro del 
litoral Pacífico, con el fin de incorporar los centros de población más representativos a lo 
largo del indicado litoral. Más concretamente, el trabajo se centró en la jurisdicción política-
administrativa correspondiente a los cantones de Liberia, La Cruz, Santa Cruz, Carrillo, 
Nicoya, Hojancha, Parrita, Garabito y Osa, así como en los concejos municipales de los 
distritos de Cóbano y Paquera. 
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Por su parte, el periodo evaluado está comprendido entre el 1 de enero de 2004 y 
el 31 de diciembre de 2008, ampliándose a otros periodos cuando se consideró necesario. El 
trabajo se realizó de conformidad con el Manual general de fiscalización integral (MAGEFI), 
el Manual de normas generales de auditoría para el sector público y otra normativa de 
auditoría que se consideró aplicable. 
 

Para la ejecución del trabajo se contó con la colaboración y asesoría en materia 
hidrogeológica, de la Licda. Sandra Arredondo Li, contratada por esta Contraloría General 
mediante el concurso directo Nro. 2009CD-000006-503. 
 

1.4. Comunicación preliminar de los resultados del estudio 
 

En reunión celebrada en el aula Nro. 4 del Centro de Capacitación de esta 
Contraloría General, el 19 de junio de 2009, a partir de la 1:30 p.m., se expusieron los 
resultados de este informe a representantes del Minaet, el AyA y el Senara. 
 

Después de efectuada la comunicación verbal de los resultados finales del 
estudio y en cumplimiento de las “Directrices para la remisión del borrador del informe de 
fiscalización posterior, por medio de los oficios números 6459, 6460 y 6461 de esa misma 
fecha, se le entregó respectivamente al Ing. Bernal Soto Zúñiga, gerente general del Senara, 
al Lic. Ricardo Sancho Chavarría, presidente ejecutivo del AyA y al Ing. Jorge Rodríguez 
Quirós, ministro del Minaet, una copia impresa y en digital del borrador del informe final.  Se 
les indicó además, que contaban con un plazo hasta el 26 de junio de 2009 para que 
formularan y remitieran a esta Contraloría General, las observaciones que tuvieran sobre el 
particular, acompañadas del respectivo sustento documental y en un disco compacto. Con el 
oficio sin número del 19 de junio de 2009, las tres instituciones solicitaron ampliación del 
plazo para remitir sus observaciones; por lo que, por medio del oficio Nro. 6644 del 24 de 
junio de 2009, se les amplió hasta el 6 de julio de ese año. 

 
El 6 de julio de 2009, este órgano contralor recibió el oficio Nro. DM-1096 2009 

del 30 de junio de 2009, suscrito por el Ing. Jorge Rodríguez Quirós, el Ing. Bernal Soto 
Zúñiga y el Lic. Ricardo Sancho Chavarría, mediante el cual consignaron comentarios en 
consenso a los resultados contenidos en el borrador del informe y además, anexaron 
observaciones emitidas por cada entidad, con su respectiva documentación de respaldo. 
Específicamente, las tres instituciones se refirieron en consenso al punto 2.1.1. del 
documento, relativo al procedimiento de aplicación de medidas administrativas para restringir 
la perforación de los pozos en zonas costeras y al inciso c) del punto 2.2.4. sobre los pozos 
que no guardan los retiros de ley. De manera individual, el Minaet aludió al ya indicado punto 
2.1.1., mientras que el Senara realizó comentarios sobre el objetivo del estudio, el mismo 
punto 2.1.1., el punto 2.1.2. relacionado con la priorización para la ejecución de las 
investigaciones científicas en hidrogeología, el punto 2.1.3. referente a la ausencia de una 
metodología oficializada y de datos para realizar investigaciones hidrogeológicas y el punto 
2.2.2. sobre la fundamentación de las respuestas del Senara a las audiencias que le 
concede el Departamento de Aguas. Finalmente, el AyA, se refirió a los ya señalados puntos 
2.1.1. y 2.1.2., al punto 2.2.1. sobre la falta de claridad en la intervención del AyA en el 
trámite de los permisos para la perforación, al punto 2.4.1. referente a que las Asadas no 
tramitan permisos para la perforación ni la concesión, el punto 2.4.2. sobre la falta del 
convenio de delegación de algunas Asadas, el punto 2.4.3. respeto a la ubicación de los 
pozos que se utilizan para el abastecimiento poblacional y a la disposición 4.2. 
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En razón de lo anterior, una vez analizadas y verificadas las argumentaciones 
expuestas por los jerarcas de las entidades antes referidas, este órgano contralor procedió a 
realizar los ajustes pertinentes al informe, según la suficiencia y razonabilidad de los 
comentarios de respaldo, la evidencia considerada por el equipo de fiscalización para 
fundamentar los resultados del estudio y la complejidad de las acciones dispuestas en este 
documento. 
 

1.5. Generalidades acerca del estudio 
 

Durante la última década, en las zonas costeras de Guanacaste y Puntarenas 
(Pacífico Central), se ha presentado una intensa actividad inmobiliaria, cuyo origen se explica 
en el auge de la industria hotelera y el turismo.  Para el año 2007, el sector del Pacífico Sur 
comenzó a integrarse a esa dinámica. Esta actividad llegó a alcanzar en los últimos años, las 
mayores tasas de crecimiento anual del país en el sector constructivo residencial y 
comercial, y se ha estado presentando de forma expansiva en el uso del territorio, con 
ausencia de planificación territorial y con una casi nula identificación y mitigación de impactos 
ambientales; entre ellos, la tala del bosque y la eliminación de manglares y humedales. La 
inversión extranjera por su parte, se ha centrado en Guanacaste y Puntarenas, en playas de 
gran valor ecológico y turístico1. Ante esta situación, preocupan cuatro temas fundamentales: 
el manejo del agua, los movimientos de tierra, los cambios de uso del suelo y el manejo de 
residuos.2.  

 
Particularmente, en lo que se refiere al manejo del agua y especialmente en las 

zonas costeras del país, se presenta una alta demanda del recurso hídrico originada en 
condiciones climáticas, pues el extenso período de la estación seca -principalmente en el 
sector norte de Costa Rica- puede abarcar en algunos años plazos mayores a 5 meses. Esa 
situación genera la disminución de los caudales en los ríos y quebradas de las zonas 
costeras; por lo que, resulta necesario recurrir a la explotación de las aguas subterráneas, 
principalmente mediante la perforación de pozos para cubrir las necesidades básicas, tanto 
en las comunidades como en los proyectos privados de tipo turístico y urbanístico3. 
 

Justamente, las provincias de Guanacaste y Puntarenas han tenido que afrontar 
conflictos por la disponibilidad del recurso hídrico subterráneo, ante la posibilidad de perder 
la fuente de abastecimiento que las suple, y es que los mantos acuíferos ubicados al menos 
en la provincia de Guanacaste, han sido descritos por el Servicio Nacional de Aguas 
Subterráneas, Riego y Avenamiento (Senara) como pequeños, muy vulnerables y con poca 
capacidad de recarga, lo que los coloca con una alta posibilidad de sobreexplotación y de 
contaminación por intrusión salina y otros componentes, si no se manejan adecuadamente4. 
 

Para ilustrar la incidencia del desarrollo inmobiliario y turístico en el recurso 
hídrico subterráneo de las zonas costeras de seguido se muestra, para los años que van del 
2004 al 2008, la demanda de permisos para la perforación en dichas zonas y el criterio 
afirmativo del Senara para que se autorizaran 806 permisos para la perforación de pozos en 
esos sitios, siendo que el 92% de ellos, son precisamente para los usos doméstico, riego y 
turismo, en donde el riego es principalmente para áreas verdes y jardines de desarrollos 

                                                
1  Román, Marcela, Ponencia: Desarrollo turístico e inmobiliario costero y preocupaciones ambientales, Capítulo Armonía 

con la Naturaleza, Decimotercer Informe sobre el Estado de la Nación en desarrollo humano sostenible, 2007. 
2  Ibídem. Las zonas costeras: escasa regulación ambiental ante el desarrollo inmobiliario turístico.  
3  Arredondo Li, Sandra.  Informe Nro. 2 a la contratación directa Nro. 2009CD-000006-503. 
4  Oficio Nro. ASUB-476-06 del 23 de noviembre de 2006 del SENARA. 
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inmobiliarios y turísticos. En el gráfico Nro. 1 se muestran los datos de demanda 
mencionados. 

 
Gráfico Nro.1 

 
 Fuente:  Oficio Nro. DIGH-040-09 del 17 de febrero del 2009 del SENARA. 

 
Otro parámetro que ilustra lo señalado, son los 913 expedientes de concesiones 

para el aprovechamiento de aguas que se han tramitado en el Departamento de Aguas para 
los cantones y distritos costeros de las provincias de Guanacaste y Puntarenas, que fueron 
incluidos en la muestra del presente estudio. La clasificación de los expedientes permitió 
determinar que 659 (72,18%) han sido solicitadas para aprovechar aguas subterráneas; de 
estas, 426 en Guanacaste y 233 en Puntarenas; las 254 (27,82%) restantes, se han 
requerido para aprovechar aguas superficiales; de estas, 35 en Guanacaste y 219 en 
Puntarenas. El gráfico Nro. 2 muestra los datos indicados. 

 
Gráfico Nro. 2 

 
Fuente:  Oficios números IMN-DA-0482-2009 del 16 de enero de 2009 y IMN-DA-

0517-2009 del 19 de febrero de 2009 del Departamento de Aguas. 
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A lo anterior, debe agregarse que los mantos acuíferos de las zonas costeras del 
país presentarán serios problemas de abastecimiento en cantidad y calidad del agua potable, 
como consecuencia de que América Central será una de las regiones más afectadas con el 
cambio climático; situación que también afectará la elevación del nivel del mar, lo que puede 
ocasionar la salinización de muchos de los mantos acuíferos y de estuarios de la región, 
situaciones que se prevé se pueden presentar durante el siglo XXI5. 
 

Tal panorama está obligando a las autoridades de gobierno a buscar alternativas 
de solución para, en un futuro, abastecer de agua potable las zonas costeras de la región 
guanacasteca; así por ejemplo, en julio de 2008 se hizo público el Plan de Abastecimiento de 
Agua y Gestión Integrada de Aguas Residuales para la Provincia de Guanacaste, con el que 
se pretendía integrar la oferta hídrica disponible a partir de las fuentes superficiales y 
complementarla con las fuentes subterráneas, mediante proyectos de abastecimiento por 
medio de embalses y promoviendo proyectos de desalinización del agua marina para su 
posterior aprovechamiento en los diferentes usos posibles. 
 

1.6. Metodología aplicada 
 

La ejecución de este estudio siguió la metodología que al efecto se encuentra 
establecida en las políticas y lineamientos institucionales emitidos por la Gerencia de División 
y el Área de Secretaría Técnica para la realización de los estudios de fiscalización posterior 
efectuados por esta Contraloría General. 
 
 
2. RESULTADOS 
 

2.1.  Debilidades en el establecimiento de medidas administrativas que 
restringen el otorgamiento de permisos para la perforación de pozos 
y las concesiones para el aprovechamiento de aguas 

 
2.1.1. No existe claridad en el procedimiento de aplicación de medidas 

administrativas para restringir la perforación de pozos en zonas 
costeras 

 
Se determinó que no existe claridad entre el Departamento de Aguas 

del Minaet y el Senara con respecto al procedimiento a seguir para aplicar las medidas 
administrativas que restringen el otorgamiento de permisos para la perforación de pozos en 
algunas zonas costeras; ello por cuanto el Senara ha considerado suficiente dictar 
regulaciones para la perforación de pozos con base en estudios hidrogeológicos que 
acrediten evidencias de sobreexplotación, intrusión salina o alta vulnerabilidad a la 
contaminación; pero el Departamento de Aguas del Minaet argumenta que el competente 
para emitir tales restricciones es el Ministerio como órgano rector, las que formalizaría 
mediante decreto ejecutivo; para que de esta forma adquieran sostenibilidad jurídica. 
Además, el Minaet cuestiona la competencia del Director de Investigación y Gestión Hídrica 
(DIGH) del Senara, para emitir y comunicar este tipo de restricciones6.  

 

                                                
5  Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, versión preliminar para consulta de Política hídrica nacional y la 

gestión del agua como recurso y como servicio, páginas 31 a 42, 2008. 
6    Oficio Nro. IMN-DA-0739-08 del 17 de marzo de 2008 y oficio Nro. IMN-DA-1715-08 del 13 de junio de 2008. 
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Así por ejemplo, en noviembre de 2005, el Senara le solicitó al 
Departamento de Aguas del Minaet la definición formal de la zona de protección del acuífero 
Mala Noche.  Sin embargo, el Jefe del Departamento de Aguas7 del Minaet en su 
oportunidad, le comunicó al Director de la Dirección de Investigación y Gestión Hídrica 
(DIGH) del Senara, que los estudios suministrados en el 2005, requerían de mayor análisis 

para establecer la zona de protección. Al respecto, llama la atención que no se profundizó en 
las razones por las cuales el estudio se consideró deficiente y que ninguna de las 
instituciones realizó acciones posteriores; por lo que, a la fecha, el Minaet no ha procedido a 
efectuar gestiones para establecer la zona de protección del acuífero Mala Noche8. Además, 
el funcionario indicó que definir una zona de protección requiere de un reglamento que lo 
norme para darle seguridad jurídica y sostenibilidad ambiental y debe declararse por medio 
de un decreto sustentado en estudios técnicos. 

 
 Sobre lo comentado, la Sala Constitucional9 ha señalado que los tipos 
de medidas administrativas de intervención se encuentran enumerados en los artículos 32 de 
la Ley de Aguas y el 10 del Reglamento de Perforación y Explotación de Aguas 
Subterráneas10; estas pueden ser el establecimiento de perímetros de protección de los 
mantos acuíferos o la declaración de un acuífero sobreexplotado o en proceso de intrusión 
salina. De esta forma, es competencia del Minaet y del AyA la definición de los perímetros de 
protección y del Senara, entre otras, el establecimiento de la cartografía de vulnerabilidad y 
la declaración de la sobreexplotación o del proceso de intrusión salina, ello con base en el 
artículo 3 de la Ley de Creación del Senara, Nro. 6877 del 4 de julio de 1983, que establece 
que esa entidad es la instancia técnica y científica especializada en materia de aguas 
subterráneas a la que le corresponde también, investigar, proteger y fomentar el uso de los 
recursos hídricos del país, tanto superficiales como subterráneos; así como realizar, 
coordinar y promover la investigación científica hidrológica e hidrogeológica.  
 

 Además, en el inciso h) de ese mismo artículo se consigna que a dicha 
entidad le corresponde “Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales en las materias 
de su incumbencia. Las decisiones que por ese motivo tome el Servicio, referentes a las 
perforación de pozos, y a la explotación, mantenimiento y protección de las aguas –que 
realicen las instituciones públicas y los particulares- serán definitivas y de acatamiento 
obligatorio…”. 
 

También, sobre el particular la Sala Constitucional ha indicado que: 
 

“Nuestro ordenamiento jurídico-administrativo (legislación, reglamentos y 
decretos) carece, lamentablemente, de una regulación precisa, clara y completa 
para la protección de los mantos acuíferos, zonas de recarga y áreas de 
captación de aguas subterráneas. La escasez y degradación de las condiciones 
naturales del recurso hídrico imponen la posibilidad administrativa de adoptar 
tales medidas para evitar su agotamiento o deterioro irreversible y de superar, 
temporalmente, los efectos nocivos que pueda generar una crisis hídrica. Este 
tipo de medidas administrativas suponen diversas restricciones y controles 
drásticos sobre los múltiples usos o aprovechamientos de agua –en especial los 
generales o especiales de carácter privado- y sobre las actividades preexistentes 

                                                
7  Oficio Nro. IMN-DA-1461-2009 del 18 de mayo de  2009 del Departamento de Aguas del Minaet. 
8  Oficio Nro. ASUB-442-05 del 1 de noviembre de 2005 del Senara. 
9  Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Voto Nro. 2004-01923 de las 14:55hrs del 25   de febrero de 2004. 
10  Decreto Ejecutivo No. 30387 del 29 de abril del 2002. 
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que puedan afectar el recurso en cuanto se justifican en un interés público, por lo 
que no afectan el derecho de propiedad o la integridad del patrimonio. En 
esencia, tales medidas deben ser reputadas como limitaciones de interés social 
que no vacían de contenido el derecho de propiedad o amplían el dominio público 
sobre las aguas subterráneas sin previa indemnización sino que moldean su 
contenido esencial por lo que deben ser soportadas, al tratarse de un sacrificio o 
una carga general, por todos los usuarios, los que, en último término, son los 
beneficiarios de éstas, en tanto están orientadas a corregir una situación 
coyuntural de carestía o contaminación inminente que afecta la economía del 
recurso hídrico en una zona determinada.”11 

 
   En apego al marco legal aplicable y lo ya indicado por la jurisprudencia 
constitucional, salvo mejor criterio de la Procuraduría General de la República que es el 
órgano consultivo competente para pronunciarse en forma vinculante, en opinión de esta 
Contraloría General, el Senara tiene una competencia no exclusiva pero si prevalente en 
materia de información hidrológica subterránea; de manera que, los estudios y las 
investigaciones que lleve a cabo resultan vinculantes para el Departamento de Aguas y 
demás instituciones en la toma de decisiones, sin más formalismo o requisito que la 
publicación de su parte sustantiva al menos, en el Diario Oficial La Gaceta12, a efectos de 
cumplir con el principio de publicidad de los actos administrativos externos. 
 
   La aplicación vinculante de tales restricciones ha sido consignada por la 
Sala Constitucional en varias sentencias, algunas de ellas se transcriben de seguido: 

 
“VII.- Sobre el estudio Recarga Potencial del Acuífero Colima y Barva, Valle 
Central, Costa Rica.  En el caso en estudio, llama la atención de esta Sala el 
hecho de que a la fecha en que las municipalidades recurridas rinden su informe en 
el presente asunto, no existe prueba alguna de que éstas hubieran elaborado e 
incluido dentro de su normativa los mapas hidrogeológicos recomendados por 
SENARA en el estudio denominado ’Recarga Potencial del Acuífero Colima y 
Barva, Valle Central, Costa Rica’ a pesar de que se recomienda expresamente 
incorporar dichos documentos en la planeación urbanística del cantón, y de que 
incluso se les remitieran las Matrices de criterios de uso del suelo según la 
vulnerabilidad a la contaminación de acuíferos para la protección del recurso 
hídrico, con el fin de que se tomaran como base para realizar los mapas antes 
mencionados. A criterio de este Tribunal dicha omisión resulta contraria a lo 
dispuesto por el artículo 50 de la Constitución Política, pues la documentación de 
cita permite determinar las zonas en las cuales se pueden llevar a cabo 
construcciones, las limitaciones a las que están sometidas dichos procesos, así 
como los sitios en los que no es posible llevar a cabo ningún tipo de edificación, en 
razón del grado de vulnerabilidad del suelo. Considera este Tribunal que por lo 
anterior, el amparo debe ser acogido en cuanto a este punto, ordenando a las 
municipalidades recurridas adoptar las medidas correspondientes para incorporar 
en su normativa urbanística y procesos de autorización de permisos, el documento 
elaborado por SENARA.”.  (El subrayado no es del texto original)13. 
 

                                                
11   Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Voto Nro. 2004-01923 de las 14:55hrs del 25   de febrero de 2004 
12   Artículos 239 y 240 de la Ley General de la Administración Pública. 
13    Voto Nro. 2008-12109 del 5 de agosto de 2008. 
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“VII.- (…) Para esta Sala, la actuación de la Secretaría Técnica Nacional 
Ambiental revela una falta de interés total en cuanto a la posición y criterio 
técnico del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento así 
como en la cooperación técnica que este órgano le pudo haber brindado para 
valorar el impacto ambiental que eventualmente podría tener en la zona, la 
construcción de ese proyecto, pero también hay un desinterés por los elementos 
técnicos que bien pudo haber aportado el Instituto Costarricense de Acueductos y 
Alcantarillados. Asimismo es evidente la inactividad de la Secretaría Técnica 
Nacional Ambiental en el ejercicio de las competencias asignadas por el 
ordenamiento jurídico para la protección y conservación de los recursos hídricos 
al haberle otorgado la viabilidad ambiental al proyecto sin tomar en consideración 
el criterio técnico del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y 
Avenamiento que puso en evidencia que el cantón de San Rafael de Heredia y el 
sitio donde se desarrollaría ese proyecto, se ubica en una zona de alta y media 
vulnerabilidad hidrogeológica por lo que los proyectos permitidos deben ser de 
baja o media densidad. 
(…) 
“En consecuencia, no cabe otra cosa que proceder a estimar el presente asunto, 
advirtiendo a la Secretaría Técnica Nacional Ambiental que no puede hacer caso 
omiso a las advertencias sobre el peligro de contaminación que le hace una 
institución facultada por ley para proteger el recurso hídrico con respecto a la 
construcción del condominio ’Brisas del Ciprés’ y la peligrosidad que podría ello 
traer para el interés público. De lo analizado por esta Sala, se considera que esa 
responsabilidad es compartida pero en el caso bajo estudio recae principalmente 
en la Secretaría Técnica Nacional Ambiental y en la Municipalidad de San Rafael 
de Heredia, pues ambas tuvieron conocimiento de los estudios efectuados y de 
las características particulares de la zona donde se ubicaría el proyecto de 
condominios ’Brisas del Ciprés’ y a pesar de ello otorgaron la viabilidad ambiental 
y los permisos de construcción para que el proyecto siguiera adelante.”14 

 
A mayor abundamiento, es importante comentar, que la misma Sala 

Constitucional ha indicado que aun en ausencia de estudios puntuales que determinen la 
estimación de la recarga de un acuífero o de un balance hídrico, en virtud del principio “in 
dubio pro natura” deben las autoridades competentes adoptar las medidas preventivas y de 
protección necesarias, incluyendo la paralización de la perforación de pozos en estos 
acuíferos, hasta que no se cuente con una planificación hídrica que permita hacer las 
proyecciones adecuadas para no sobreexplotar los mantos acuíferos15. 
 

Por lo que, las restricciones que establezca Senara no requieren ser 
avaladas y oficializadas por el Minaet, pues lo que se presenta entre las dos instituciones no 
es una relación jerárquica, sino de dirección intersubjetiva16, donde el Poder Ejecutivo –
                                                
14   Resolución Nro. 2008004790 de las 12 horas y 39 minutos del 27 de marzo de 2008. 
15   Sala Constitucional. Voto Nro. 2008-014092 del 23 de septiembre de 2002. 
16  “Artículo 8.- Directrices intersubjetivas: La directriz general intersubjetiva es un mandato dictado por el Poder Ejecutivo 

para:/ a) Ordenar, orientar, dirigir, vigilar, programar, planificar y coordinar la actividad de las instituciones de un 
sector con la administración central y el resto de la administración descentralizada, con el fin de satisfacer los intereses 
generales, de fiscalizar y rendir cuentas sobre los fondos públicos asignados para el cumplimiento de sus fines, 
imponiéndoles las metas y los tipos de medios que habrán de emplear para realizarlas./ b) Asegurar la unidad de acción 
por parte de las instituciones públicas para una gestión administrativa armónica y coherente, así como el cumplimiento 
efectivo de los fines y cometidos públicos asignados a las instituciones que conforman el respectivo sector, de acuerdo al 
orden jurídico vigente./ c) Ejercer control tutelar preventivo o sucesivo, cuando lo disponga expresamente la ley, 
mediante autorizaciones o aprobaciones, sobre los actos dictados por los entes públicos descentralizados pertenecientes 
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Presidente de la República y el Ministro del Ambiente, Energía y Telecomunicaciones- dicta 
la política y emite los lineamientos y las directrices generales17 que debe cumplir el segundo, 
todo dentro de lo que ya ha sido dispuesto en la planificación sectorial, de conformidad con 
lo que establece el Decreto Ejecutivo Nro. 34582 del 4 de junio de 2008, por medio del cual 
se crea el sector ambiental y se encarga su rectoría al Minaet. 

 
 Al respecto, conviene aclarar que la circunstancia de que sea el Minaet 
el ente rector18 del sector ambiental y el que, por disposición de la Ley de Aguas, Nro. 276 
del 27 de agosto de 1942 tenga a su cargo el dominio, gobierno y vigilancia de las aguas y 
consecuentemente, la potestad expresa de resolver las concesiones para el 
aprovechamiento de las aguas, no implica que las decisiones que adopte el Senara con base 
en estudios técnicos o científicos, sean estas restricciones para el aprovechamiento de las 
aguas subterráneas o las recomendaciones para su protección, deban ser aprobadas o 
avaladas por ese Ministerio.  De hecho, nótese que la Ley Nro. 6877 que es posterior a la 
Ley de Aguas, no consigna dicho requerimiento a cargo del ente rector, otorgándole como se 
ha indicado, el carácter definitivo y de acatamiento obligatorio a las decisiones que adopte el 
Senara en el ejercicio de su competencia legalmente dispuesta, dejando la revisión de tales 
decisiones en la vía jurisdiccional contencioso administrativa, según lo indica el mismo 
artículo 3 inciso d) de la mencionada Ley Nro. 6877. 
 
    Finalmente, en cuanto a la competencia de la Dirección de Investigación 
y Gestión Hídrica (DIGH) del Senara para emitir documentos que incluyan restricciones para 
la perforación de pozos con base en estudios hidrogeológicos que elabore esa entidad; debe 
señalarse que las recomendaciones giradas con sustento en estudios técnicos constituyen 
actos externos con efectos hacia terceros, públicos como privados; de manera que, estos 
deben ser emitidos por el órgano y el servidor del Senara al que la ley o las disposiciones de 
la organización hubiera asignado dicha función técnica especializada, en concordancia con 
lo que estipula el artículo 129 de la Ley General de la Administración Pública. 
 

                                                                                                                                                    
al sector./ d) La dirección intersubjetiva no crea una relación jerárquica entre el rector y el dirigido y en consecuencia, 
no podrá el rector dictar órdenes, instrucciones o circulares./ d) Para estos exclusivos efectos, las instituciones 
descentralizadas, así como las empresas públicas y entes públicos no estatales, se relacionan con la administración 
centralizada a través del respectivo Ministro Rector del sector al que pertenecen.”.  Decreto Ejecutivo Nro. 34582 del 4 
de junio de 2008. 

17  “X.- POTESTAD DE DIRECCIÓN. DIRECTRICES. El ente público mayor o Estado, tiene respecto de los entes 
públicos menores descentralizados, la potestad general de dirección, la cual se traduce en el plano real o concreto, en 
las denominadas directrices. La directriz es un lineamiento de política general que establece fines, objetivos y metas, 
como tal es un acto administrativo atípico, puesto que, carece de la eficacia inmediata y directa de éstos. De este modo, 
como acto administrativo que es, le resulta aplicable, en lo compatible, el régimen establecido para el primero en 
cuanto a su formación, validez, eficacia, salvo norma expresa en contrario. Ciertamente, su carácter no es el propio de 
una orden o un reglamento, puesto que, el ente dirigido goza de un margen de discrecionalidad, dirige la actividad y no 
un acto, y, si bien puede tener alcance general no lo tiene de carácter normativo.”. Sala Constitucional. Voto Nro. 
17600-06 del 6 de diciembre de 2006. 

18  En el Informe sobre la evaluación de políticas y normativa en materia de recursos hídricos del Ministerio del Ambiente y 
Energía Nro. PGA-42/2007 del 22 de noviembre del 2007, esta Contraloría General consignó que “Si bien existe una 
rectoría política en esta materia, que la ostenta el Ministerio del Ambiente y Energía, como ente rector del Sector 
Recursos Naturales, y por lo tanto del recurso agua, desde un punto de vista funcional, han sido creadas otras 
instituciones con encargos legales que van más allá de la simple administración de un servicio público de suministro, 
como es el caso del AyA, que tiene como parte de su competencia la de conservar y proteger las cuencas hidrográficas; 
el SENARA, encargada de las investigaciones y estudios en materia de aguas subterráneas; y el Ministerio de Salud, con 
funciones de control sobre la contaminación de las fuentes superficiales de agua por fuentes fijas.” 
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    En ese sentido y luego de analizadas las regulaciones internas de 
organización del Senara19, debe indicarse que es precisamente a esa Dirección a la que le 
corresponde “planear, dirigir, coordinar, articular, organizar, controlar, ejecutar y evaluar los 
proyectos de control, preservación e investigación de los recursos hídricos” bajo su 
responsabilidad; lo que significa que a esta le corresponde comunicar por los medios y 
canales formalmente establecidos, los estudios, criterios y las recomendaciones a quien 
corresponda, sin que ello signifique que estos deban ser objeto de aprobación o revisión 
oficiosa en los aspectos técnicos por las instancias administrativas, sea en su caso la 
Gerencia o la Junta Directiva. 
 
    Es importante comentar que el artículo 8 de la Ley del Senara le atribuye 
a la Gerencia las funciones de administración20. Es decir, si los estudios técnicos ya 
realizados o por llevarse a cabo en esa institución acreditan evidencia de sobreexplotación, 
intrusión salina o alta vulnerabilidad a la contaminación, ya esta sola circunstancia calificada 
y agravante exige que la Dirección de Investigación y Gestión Hídrica rinda las 
recomendaciones necesarias, suficientes y precisas para la protección y conservación del 
recurso hídrico, sin que sea procedente una revisión o aprobación superior interna, por no 
estar así dispuesto en la Ley de Creación del Senara, ni existir en su actual organización 
interna una instancia de revisión superior técnica de aquella, más que lo que corresponda a 
esta última en el supuesto del recurso de apelación y el agotamiento de la vía administrativa, 
de conformidad con lo que establece el inciso d) del artículo 6 de esa misma Ley.  Por su 
parte y para mayor abundamiento, la Ley de Presidentes Ejecutivos, Nro. 5507 del 19 de 
abril de 1974, dispone que los “(…) Gerentes de las instituciones continuarán siendo los 
principales funcionarios administrativos…”; lo que significa que es la máxima autoridad en 
materia de administración; por lo que, igualmente escaparía de su competencia el dar la 
aprobación o visto bueno de los estudios y recomendaciones que desde el punto de vista 
técnico y especializado deba rendir en este caso la Dirección antes citada. 
 

2.1.2. Falta priorizar la ejecución de investigaciones científicas en 
hidrogeología por acuífero 

 
Los estudios científicos realizados por el Senara en relación con la 

disponibilidad del recurso hídrico subterráneo y su grado de vulnerabilidad a la 
contaminación no responden a una planificación integral del recurso, ni tampoco a la 
determinación de prioridades que ordene el esfuerzo y los recursos hacia los acuíferos que 
se identifique lo requieren. En este sentido, los estudios efectuados en varios sectores se 
originan en la atención de solicitudes y denuncias puntuales de terceros y a órdenes de la 
Sala Constitucional. Además, dichos estudios no en todos los casos han abarcado los 
elementos suficientes, pues en algunos sitios se valoró únicamente la disponibilidad hídrica y 
en otros la vulnerabilidad a la contaminación, pero no ambos aspectos para el mismo 
acuífero. Tampoco se ha considerado el establecimiento de redes de monitoreo de los 

                                                
19  Aprobado  por la Junta Directiva del Senara, con el acuerdo Nro. 3679 de la sesión ordinaria Nro. 552-08 del 17 de 

diciembre de 2008 
20   La directriz sobre trámites y procedimientos de la Dirección de Investigación y Gestión Hídrica (aprobada mediante 

acuerdo de Junta Directiva Nro. 3751, sesión extraordinaria Nro. 267-09 del 27 de mayo de 2009) señala que el 
establecimiento de medidas administrativas sobre la perforación de pozos bien puede ser tramitado por medio de la 
Gerencia de la institución; sin embargo, ello no podría implicar un acto de aprobación o visto bueno de lo resuelto, por 
no contar el Gerente con funciones superiores de dirección o supervisión y estar delimitado su ámbito de acción a la 
gestión administrativa de la entidad. 
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niveles freáticos, lo que resulta necesario para la adecuada planificación hídrica de cada 
sistema acuífero que facilite la toma de decisiones públicas y privadas21. 
 

Para ejemplificar lo anterior, se identificó la existencia de estudios 
hidrogeológicos elaborados por el Senara en los sistemas acuíferos costeros del litoral 
Pacífico con mayor demanda de permisos para la perforación de pozos, durante los años 
que van del 2004 al 2008, siendo estos los ubicados en los cantones de Santa Cruz, Nicoya, 
Carrillo y Garabito y el Concejo Municipal de Distrito de Cóbano. 

 
Al respecto, el Senara22 informó que de los anteriores, solamente en los 

cantones de Santa Cruz, Nicoya y Carrillo sí se cuenta con estudios en varios acuíferos, con 
base en los cuales se han establecido algunas regulaciones para la perforación de pozos, las 
que se resumen de seguido: 
 

a) Regulaciones en la zona costera del cantón de Santa Cruz 
 

i. En el año 2002, se presentó un conflicto con las comunidades 
por el uso del acuífero Nimboyores para abastecer de agua a varios proyectos turísticos que 
se estaban construyendo en la zona, producto de ese conflicto se emitieron restricciones 
para la perforación de pozos sobre ese acuífero, las que se definieron en la carta de 
entendimiento del 26 de noviembre de 2005, firmada por representantes, en ese entonces 
del Minae, el AyA, el Senara, la Municipalidad de Santa Cruz y habitantes de las 
comunidades costeras. 

 
ii. También, el 26 de noviembre de 2005, se suscribió un convenio 

entre el Senara y la Municipalidad de Santa Cruz, a efecto de realizar un trabajo conjunto 
para establecer mecanismos para el manejo y uso de las aguas subterráneas en ese cantón. 
En razón de lo anterior, la indicada Municipalidad aportó recursos económicos para que la 
primera efectuara estudios hidrogeológicos de los acuíferos aluviales y costeros principales 
en tres zonas preestablecidas en el convenio. Para ello, se elaboraron los mapas de 
vulnerabilidad y se establecieron algunas restricciones para la perforación de pozos, las que 
se comunicaron al Departamento de Aguas y a dicha Municipalidad.  Estas regulaciones se 
formularon para administrar los acuíferos aluviales costeros Huacas-Tamarindo, Potrero, 
Brasilito, playa Grande, Pinilla, Avellanas, Junquillal y costeros sur, tanto en materia de 
calidad como de cantidad; así por ejemplo, se recomendó no aprobar la perforación de 
nuevos pozos en las zonas aluviales de esos acuíferos por evidencias de vulnerabilidad a la 
contaminación por intrusión salina y de sobreexplotación; y en las zonas no aluviales se 
recomendó permitir la perforación controlada, previa evaluación de la posibilidad de que la 
Asada del lugar pueda suplir el servicio para evitar la existencia excesiva de perforaciones en 
cada sitio. 
 

b) Regulaciones de la zona costera del cantón de Nicoya 
   En atención a denuncias planteadas por organizaciones comunales 
en la zona de playa Sámara ante la creciente demanda del sector turístico, el Senara 
procedió a estudiar los acuíferos de la zona de Mala Noche, el de Potrero y Caimital y los de 
la zona de Nosara. Como resultado de dichos estudios el Senara elaboró políticas para el 
uso y manejo de los acuíferos y mapas de vulnerabilidad a la contaminación de los acuíferos 

                                                
21    Arredondo Li, Sandra.  Informe Nro. 2 a la contratación directa Nro. 2009CD-000006-503. 
22   Oficio Nro. GE-195-2009 del 16 de marzo de 2009. 
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Mala Noche, Potrero y Caimital, definió el área de protección de los pozos de abastecimiento 
público de los acuíferos Potrero y Caimital y la zona de protección del acuífero Mala Noche.  
 

El mapa Nro. 2 muestra la demanda para la perforación de pozos 
en los sectores de Nosara y Sámara en los últimos cinco años, lo que explica las inquietudes 
de las comunidades vecinas por la disposición del agua, ante la concentración de pozos 
aprobados por el Minaet en los distritos de Nosara y Sámara. 
 

Mapa Nro. 2 
Pozos aprobados por el Minaet en los distritos de Nosara y Sámara 

Años 2004-2008 

 
           Fuente: Arredondo Li, Sandra. Informe Nro. 1 a la contratación directa Nro. 

2009CD-000006-503. 
 

Los estudios permitieron al Senara determinar la alta fragilidad del 
acuífero Mala Noche, ya que se puede llegar a contaminar en el corto plazo debido al 
crecimiento habitacional y turístico; por lo que, siendo la única fuente de abastecimiento de la 
comunidad, promovió en el año 2005 ante la Municipalidad de Nicoya y el Minaet, que se 
declarara como zona de protección. 
 

c) Regulaciones en las zonas costeras del cantón de Carrillo 
 
   En el cantón de Carrillo se han presentado denuncias de los 

habitantes de las comunidades en donde se encuentran los acuíferos Sardinal, Ocotal, Coco 
y playas Hermosa y Panamá. 

 
   i. Con respecto al acuífero Sardinal (no es costero) y según datos 

del Departamento de Aguas, durante los años que van del 2004 al 2008, se aprobaron 72 
permisos para la perforación de pozos; además, los pobladores cuestionaron ante las 
autoridades pertinentes y ante la Sala Constitucional, la ampliación del acueducto El Coco-
Ocotal por parte del AyA, pues adujeron que era para suplir de agua a condominios y 
desarrollos turísticos, lo que dejaba a las comunidades sin agua. A principios de junio de 
2008 y ante la convocatoria realizada por el Ministro del Minaet -como rector del sector- al 
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Presidente Ejecutivo del AyA y al Gerente General del Senara, se creó una Comisión 
Interinstitucional de alto nivel integrada por los precitados jerarcas y un Comité Técnico 
constituido por funcionarios de esas mismas entidades para determinar si ese acuífero tenía 
agua suficiente para suplir a los pobladores y al desarrollo de actividades turísticas.  En 
octubre de 2008, esas instancias emitieron el documento denominado “Informe Técnico 
(Preliminar) para la Gestión de la Seguridad Hídrica del Acuífero de Sardinal”, cuyo resultado 
indica que en el sitio hay suficiente disponibilidad hídrica para suplir todos los usos; no 
obstante, se declaró suspender el otorgamiento de permisos para la perforación del 
subsuelo, hasta tanto no se termine el plan de monitoreo propuesto en el documento y se 
confirmen los datos obtenidos de forma preliminar. 
 

Por su parte, la Sala Constitucional en su Voto Nro.09-000262 
del 14 de enero de 2009, al analizar un recurso de amparo y declararlo con lugar consignó: 
“(…) al no existir certeza técnica sobre la capacidad de explotación del recurso hídrico del 
Acuífero Sardinal, y la consecuente incertidumbre sobre la afectación de la prioridad de 
disponibilidad de agua para la satisfacción de los intereses de la comunidad, sobre cualquier 
otro tipo de interés patrimonial, comercial o turístico. Por violación al artículo 9 de la 
Constitución Política al omitirse la debida participación ciudadana en el proceso de 
formulación del proyecto. En consecuencia, se ordena a las autoridades recurridas ajustar 
sus actuaciones en torno a la ejecución del proyecto de ampliación del acueducto El Coco-
Ocotal, de conformidad con lo establecido en la sentencia.”. Por lo anterior, el señalado 
estudio fue revisado por la Comisión Interinstitucional y en abril de 2009, ratificó la existencia 
de disponibilidad hídrica en el acuífero y las restricciones impuestas, hasta tanto no se 
ejecute el plan de monitoreo planteado. 
 
  ii. Acerca de los acuíferos de las playas Hermosa y Panamá y de 
El Coco y Ocotal, durante el año 2007, se tramitaron ante la Sala Constitucional dos recursos 
de amparo por la disponibilidad hídrica debido a proyectos de construcción que se estaban 
ejecutando (expedientes Nro. 07-002158-0007-CO y Nro. 07-003403-0007-CO). Ante la 
consulta de la Sala, el Senara23 informó, que no disponía de estudios hidrogeológicos de 
vulnerabilidad a la contaminación y disponibilidad de agua de esos acuíferos, pero que en 
general, son acuíferos costeros aluvionales con áreas de recarga pequeñas y muy 
restringidas a la época lluviosa, con niveles de agua someros; concluyendo que se pueden 
considerar altamente susceptibles a la sobreexplotación y la contaminación y que resulta 
recomendable paralizar la perforación de nuevos pozos en esos acuíferos y acelerar la 
ejecución de los estudios necesarios para contar con la planificación hídrica; además, agregó 
que existían muchos pozos ilegales y que en el caso de playa Panamá, no se contaba con 
estudios actualizados y en playa Hermosa y El Coco, se tienen estudios que demuestran 
contaminación por intrusión salina.  
 
  Con base en lo anterior, la Sala Constitucional mediante el Voto 
Nro. 2008-14092 del 23 de setiembre de 2008, declaró parcialmente con lugar el recurso 
interpuesto con el expediente Nro. 07-003403-0007-CO, en virtud del principio in dubio pro 
natura sobre la afectación ambiental de los acuíferos de las zonas costeras antes referidos y 
ordenó a las instituciones realizar los estudios técnicos correspondientes para conocer la 
condición de los mantos acuíferos señalados. Además, ordenó no aprobar la perforación de 
nuevos pozos, hasta tanto no se cuente con la planificación hídrica que permita hacer las 
proyecciones adecuadas para no sobreexplotarlos. 
 
 

                                                
23   Oficio Nro. ASUB-433-07 del 1 de octubre de 2007. 
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d)  Regulaciones en el Concejo Municipal de Distrito de Cóbano 
 

En el año 2008, la representante legal de la Asada de Las Delicias 
de Cóbano interpuso un recurso de amparo ante la Sala Constitucional24, argumentando la 
existencia de más de 40 pozos perforados ilegalmente y que estarían provocando la 
destrucción del manto acuífero del lugar. Por medio del Voto Nro.09-000494 del 16 de enero 
de 2009, se declaró parcialmente con lugar el recurso y se le ordenó al AyA, al SENARA y al 
Departamento de Aguas del Minaet, que coordinaran para determinar si había explotación 
irracional de los recursos hídricos en esa localidad y en caso de existir, adoptar las medidas 
pertinentes para causar la menor afectación posible.  
 

 En relación con lo indicado, es relevante señalar que los estudios 
ordenados por la Sala son para el sector de Las Delicias; sin embargo, dicha necesidad 
aplica para todo el Distrito por la alta demanda para la perforación de pozos (ver mapa Nro. 
3), por los pozos ilegales, entre otros. Efectivamente, funcionarios de este órgano contralor 
visitaron la zona y encontraron en Santa Teresa, que las fuentes de agua que administra la 
Asada no abastecen en forma suficiente a la población; hay presencia de pozos ilegales, uno 
de ellos a escasos 50 metros de la costa para abastecer un hotel y con un alto riesgo de 
originar contaminación por intrusión salina al acuífero que capta.  También, se observaron 
pozos perforados secos y otros con calidad de agua no apta para el consumo humano, 
porque los materiales geológicos existentes son principalmente areniscas calcáreas de muy 
baja permeabilidad y bajo almacenamiento25. 
 

Mapa Nro. 3 
Pozos aprobados por el Minaet en el Concejo Municipal de Distrito de Cóbano. Años 2004-2008 

 
Fuente:  Arredondo Li, Sandra. Informe Nro.1 a la contratación directa Nro. 2009CD-000006-503. 

                                                
24    Expediente Nro. 08-011530-0007-C0. 
25  Arredondo Li, Sandra.  Informe Nro. 2 a la contratación directa Nro. 2009CD-000006-503. 
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La situación descrita se propicia debido a que no ha existido una 
política gubernamental ni institucional, que tenga como objetivo ejecutar investigaciones 
hidrogeológicas en acuíferos establecidos como prioritarios, ya que ni siquiera se posee una 
delimitación  y caracterización de los acuíferos existentes en el territorio nacional; lo que una 
vez que se tenga, necesariamente se debería traducir en los planes de trabajo y en acciones 
concretas. Se debe de reconocer que el Minaet, en algunos documentos sobre políticas y 
planes plantea la necesidad de investigación y monitoreo, ejemplos de lo señalado son: 

 
i. Política Hídrica Nacional y la Gestión de Agua como Recurso y 

como Servicio, el eje Nro.5 denominado “Desarrollo del conocimiento” señala “Invertir en la 
investigación de aguas subterráneas priorizando en los acuíferos costeros y en los acuíferos 
del centro del país que resultan estratégicos para el abastecimiento de agua a las 
poblaciones.”. Por su parte, el eje Nro. 7 llamado “Vulnerabilidad y adaptación frente al 
cambio climático” propone “Mantener un monitoreo constante del comportamiento en 
cantidad y calidad de las aguas subterráneas en los acuíferos costeros.”. 

 
ii. El Plan Nacional de Gestión Integrada de Recursos Hídricos 

contiene el Plan de abastecimiento de agua y gestión integrada de aguas residuales para 
Guanacaste, hecho público en mayo de 2008, indica que el Gobierno “(…) se ha trazado 
como meta realizar estudios en las zonas costeras del país, con la finalidad de determinar el 
estado actual de los acuíferos y dar recomendaciones, dentro de las cuales uno de los fines 
primordiales, es darle a las municipalidades, comités, asociaciones u otro tipo de 
organizaciones; los instrumentos técnicos, para lograr establecer un ordenamiento y 
regulación de su territorio.”26. 
 

   A lo anterior, debe agregarse que el primer documento fue 
elaborado en cumplimiento de una disposición emitida por esta Contraloría General y está 
por ser oficializado; por lo que, su implementación no ha empezado y el segundo forma parte 
del Plan Nacional de Gestión Integrada de Recursos Hídricos, que tampoco ha iniciado su 
aplicación, pues falta su emisión oficial.  
 
   Este último plan contempla el “desarrollo del conocimiento” como 
acción estratégica del Programa de Gestión Integral de Recursos Hídricos del Senara, el que 
se encuentra financiado por medio del Contrato de préstamo Nro. 1709 entre el Gobierno de 
Costa Rica y el Banco Centroamericano de Integración Económica aprobado por la Ley Nro. 
868527. Este asigna US $4,8 millones para financiar el componente de gestión de aguas 
subterráneas del Senara28. Al momento del estudio, el plan y por ende el programa, no han 
sido oficializados por el Minaet y con respecto al Contrato de préstamo, se trabaja en la 
etapa de condiciones previas, pretendiendo tener un primer desembolso a inicios del 2010.  
A través de este medio, se pretende realizar el estudio de seis sistemas acuíferos del país 
tres de ellos en el litoral Pacífico, los que corresponden a los ubicados entre Bahía Potrero, 
Brasilito y Tamarindo; acuíferos del Río Arío y Manzanillo y los ubicados entre Bahía 
                                                
26  Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, Plan de abastecimiento de agua y gestión integrada de las aguas 

residuales para Guanacaste, 2008. 
27   Publicada en La Gaceta Nro. 240 del 11 de diciembre de 2008. 
28   Oficio Nro. IMN-DA-0729 -2009 del 11 de marzo de 2009. 
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Herradura y Uvita.  De acuerdo con el Senara, su selección respondió a criterios como 
vulnerabilidad a la contaminación, sobreexplotación, demanda, importancia hídrica, entre 
otros29. 
 
   El Senara también informó a esta Contraloría General, que para los 
años de 2008 a 2014, la Dirección de Investigación y Gestión Hídrica presentó a la Junta 
Directiva dos propuestas de priorización de investigaciones hidrogeológicas, una en el 2008 
y otra en el 2009. Las propuestas presentadas incluyen una priorización a partir de la 
demanda para la perforación de pozos del país durante varias décadas y de los cantones de 
mayor crecimiento poblacional; definen además, la realización de investigaciones  
hidrogeológicas en las zonas de Guanacaste (cantones de Santa Cruz, Carrillo Norte, 
Nicoya), península de Nicoya (Paquera y Cóbano), valle Central (Cartago y Pérez Zeledón), 
Pacífico Sur y Central (Parrita, Jacó-Uvita, sur de la península), Huetar Norte (microcuenca 
del río Balsa, San Carlos, la Fortuna) y Huetar Atlántica (Cahuita, Puerto Viejo, acuífero 
Moín, Limón centro, Guácimo y Siquirres)30.  
 
   De lo expuesto se puede apreciar que las priorizaciones realizadas 
por el Senara para efectuar estudios hidrogeológicos se presentan por regiones y no por 
acuíferos previamente identificados y caracterizados en cada región; es decir, si bien es 
cierto se determinan algunas regiones en las que es importante llevar a cabo los estudios, 
para estas no se hace un inventario de los acuíferos existentes y de allí priorizar la 
realización de estudios por acuífero. Además, la propuesta de los estudios a ejecutar no es 
integral, ya que en unos sectores se propone hacer estudios de calidad, en otros de cantidad 
de aguas o de riesgo y en ningún caso se propone establecer redes de monitoreo de los 
niveles de aguas subterráneas, lo que es útil para controlar las condiciones acuíferas a largo 
plazo y poder calibrar los balances hídricos. 
 

 De manera que, aunque el Senara ya dispone de algunos estudios 
y priorizaciones de investigaciones por realizar, estos no son suficientes para garantizar la 
preservación y protección de los mantos acuíferos costeros, de lo que deriva la importancia 
de identificarlos y priorizarlos por acuífero. Lo anterior permitirá, minimizar el riesgo de 
sobreexplotación y contaminación por intrusión salina en los sistemas acuíferos costeros, 
hechos que ponen en peligro la preservación de cada fuente, la satisfacción de las 
necesidades de las poblaciones, de las diferentes actividades económicas instauradas en 
cada región y de las futuras inversiones.  

 
 

2.1.3. Ausencia de una metodología oficializada y de datos para realizar 
las investigaciones hidrogeológicas 

 
a) Sobre la metodología 

 
Se determinó que los estudios sobre investigaciones 

hidrogeológicas que se mantienen en el Minaet, el Senara y el AyA muestran diferencias en 
los resultados obtenidos, aspecto que también se presenta con aquellos que se les requieren 
a los solicitantes de los permisos para la perforación de pozos.  Esa situación ha repercutido 

                                                
29   Anexo al oficio  Nro. DM-1096-2009 del 30 de junio de 2009, mediante el cual se hacen observaciones al borrador del 

informe. 
30    Ibídem. 
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en la toma de decisiones acerca de la regulación en el uso del suelo, la aplicación de 
restricciones en los acuíferos costeros y la misma resolución para el otorgamiento de esos 
permisos. 

 
La razón de esas diferencias radica en que esas entidades no han 

definido de manera oficial y en conjunto, una metodología de investigación uniforme y 
debidamente probada; asimismo, no han establecido el tipo y la calidad de los datos que se 
utilizarán en cada caso, ya sea para elaborar estudios de disponibilidad hídrica de los 
acuíferos, de interferencia de pozos, o de vulnerabilidad a la contaminación por intrusión 
salina. Tampoco han definido los términos técnicos ha utilizar. Si bien se puede decir que las 
metodologías usadas son válidas, hay que reconocer que cada una mantiene un grado de 
incertidumbre, pues sus resultados dependen en gran medida de la calidad y cantidad de los 
datos que se utilicen y del criterio del evaluador; razones que en la práctica llevan a la 
obtención de resultados muy disímiles entre sí y que han generado confusión y conflictos 
entre los administradores del agua y las decisiones dictadas por entidades públicas, 
universidades y comunidades. 

 
Uno de los casos que mejor representa esta situación, es lo 

ocurrido con el acuífero Sardinal, pues el estudio realizado por el AyA mostró resultados 
diferentes al que ejecutó el Senara, en cuanto a la disponibilidad de agua, pues los valores 
usados dependieron del criterio de cada evaluador. Ello generó confusión entre las 
instituciones involucradas, entre ellas, la Sala Constitucional y la Defensoría de los 
Habitantes. Recuérdese  también, las situaciones comentadas en los apartes de este informe 
en el inciso b) del punto 2.1.1., acerca del establecimiento de la zona de protección del 
acuífero Mala Noche y en el inciso c) del punto 2.2.1., relacionado con las diferencias que se 
presentan al dar audiencias en los trámites para la perforación de pozos en las zonas 
costeras. 
 

Al respecto, el Jefe del Departamento de Aguas31 considera que el 
establecimiento de metodologías únicas puede ser una limitante de la gestión, del criterio 
profesional o de la compresión de los sistemas acuíferos.  Por su parte, el Senara señala que 
el contar con metodologías uniformes entre instituciones es deseable, aunque considera que 
las metodologías que utiliza son las oficiales, por ser la entidad competente para realizar las 
investigaciones hidrogeológicas y tomar decisiones con carácter vinculante32. 
 

Es criterio de este órgano contralor, que la uniformidad en los 
procesos de investigación facilitaría el trabajo técnico del profesional, sería más sencillo 
coordinar entre las entidades administradoras del agua y brindaría mayor seguridad y 
certeza, tanto para el administrado como para la misma Administración.  Lo anterior, está en 
concordancia con el criterio de la Comisión de Hidrogeología del Colegio de Geólogos de 
Costa Rica33, en el sentido de que se requiere de la definición de términos y metodologías, 
con el fin de minimizar las discrepancias entre profesionales y entidades, obtener datos 
técnicos que sean aceptados por la generalidad y lograr avances en la toma de las 
decisiones en beneficio de la protección del recurso hídrico subterráneo. Asimismo, es 

                                                
31   Oficio Nro. IMN-DA-0719-2009 del 10 de marzo de 2009. 
32  Anexo al oficio  Nro. DM-1096-2009 del 30 de junio de 2009, mediante el cual se hacen observaciones al borrador del 

informe. 
33   Minuta de la reunión Nro. 3 de la Comisión de Hidrogeología, celebrada el 19 de enero de 2009. Colegio de Geólogos de 

Costa Rica. 
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deseable que una vez que se tengan definidas las metodologías a utilizar, se oficialicen por 
medio de los mecanismos pertinentes y se les dé la publicidad necesaria, especialmente 
aquellas para llevar a cabo los estudios hidrogeológicos que se le solicitan a los usuarios de 
los permisos para la perforación de pozos, en cumplimiento del artículo 4 de la Ley de 
Protección al Ciudadano del Exceso de Requisitos y Trámites Administrativos, Nro. 8220 del 
4  de marzo de 2002. 
 

b) Sobre los datos usados en los estudios 
 

El desarrollo de estudios técnicos en materia de recurso hídrico, en 
especial los de balances hídricos de los sistemas acuíferos, tienen como limitante datos 
insuficientes acerca de la demanda de agua (concesiones para el aprovechamiento de 
aguas), entre los que se pueden citar las aprobaciones para la perforación de pozos,  
resultados del monitoreo de niveles freáticos y cantidad y ubicación de los acuíferos. 

 
Esta situación se propicia principalmente, debido a que para los 

sistemas acuíferos costeros de Guanacaste y Pacífico central, un alto porcentaje de pozos 
perforados no han tramitado su concesión para el aprovechamiento de aguas, existen pozos 
perforados ilegalmente que no están identificados y no se llevan registros actualizados de los 
datos contenidos en los informes geológicos de perforación, ni se valora su calidad; por lo 
tanto, no todos los aprovechamientos de agua se encuentran inscritos en el Registro 
Nacional de Concesiones de Aprovechamiento de Aguas del Minaet. Además, muchos de 
esos datos no han sido entregados al Departamento de Aguas ni al Senara, no se llevan 
registros de los datos contenidos en los estudios de intrusión salina ni de interferencia de 
pozos y se tienen datos desactualizados de las fuentes del AyA y de las Asociaciones 
Administradoras de Sistemas de Acueductos y Alcantarillados Comunales (Asadas).  

 
En relación con la problemática de los datos, el Instituto Mexicano 

de Tecnología del Agua34 concluyó en su informe del año 2008, que no se dispone de un 
censo actualizado de aprovechamientos; por lo que, los datos disponibles no representan el 
consumo real. Además, la información no está clasificada por acuífero, lo que no permitió 
elaborar los balances hídricos por acuífero como corresponde, sino que se tuvieron que 
realizar por cuenca hidrográfica. Al respecto, el Jefe del Departamento de Aguas señaló, que 
el Ministro del Minaet instauró una Comisión Interinstitucional para que implementen las 
recomendaciones del Instituto Mexicano, la cual está trabajando en ellas35. 
 

2.2. Debilidades en el proceso para tramitar permisos para la perforación 
y la exploración de aguas subterráneas en zonas costeras 

 
El trámite de las solicitudes de permisos para la perforación de pozos se 

encuentra regulado en el Reglamento de perforación y exploración de aguas subterráneas36 
(en adelante Reglamento de perforación). Al respecto, las solicitudes se deben presentar 
ante el Departamento de Aguas del Minaet, el que dará audiencia al AyA y al SENARA para 
que se pronuncien sobre la legalidad y factibilidad ambiental de la perforación, según los 
parámetros establecidos en dicho Reglamento. Una vez que se reciben las audiencias se 
resolverá si se otorga o deniega el permiso. Aquellos que se otorguen deberán presentar en 
                                                
34  Instituto Mexicano de Tecnología del Agua. Elaboración de balances hídricos por cuencas hidrográficas y propuesta de 

modernización de las redes de medición en Costa  Rica, San José, Costa Rica, 2008 
35  Oficio Nro. IMN-DA-0729-2009 del 11 de marzo de 2009. 
36  Decreto Ejecutivo Nro. 30387-MINAE-MAG del 29 de abril de 2002, publicado en La Gaceta Nro. 104 del 31 de mayo 

del 2002. 
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un plazo preestablecido, un informe geológico de perforación con los datos técnicos de esta. 
En relación con de dicho trámite se obtuvieron los siguientes resultados: 
 

2.2.1.  Falta de claridad en la intervención del AyA en el trámite de los 
permisos de perforación de pozos 

 
De acuerdo con el artículo 7 del mencionado Reglamento de perforación, 

el Departamento de Aguas debe remitir al AyA la documentación sobre las solicitudes de 
permisos para que emita su criterio -no vinculante- en el plazo de 10 días hábiles, acerca de 
la posible afectación o no a las fuentes de abastecimiento de agua destinada al consumo 
humano con la perforación de un pozo, el que debe si existiera perjuicio real, aportar el 
criterio técnico-legal y las pruebas respectivas. 

 
Al respecto, el Presidente Ejecutivo del AyA37 indicó, que la audiencia se 

recibe en la Unidad Estratégica de Gestión Ambiental del Recurso Hídrico y se traslada a 
tres áreas: a la Asesoría Legal Ambiental, a las oficinas regionales respectivas y al Área 
Funcional de Hidrogeología de esa Unidad Estratégica. En esta última, se verifica si el pozo 
se ubica a menos de 1000 metros de la costa, a efecto de solicitar la presentación del 
estudio de intrusión salina para revisar que no se perfore a profundidades que superen la 
altura del terreno y evitar la contaminación; que el pozo no esté a menos de 100 metros de 
otros; que no se ubica en zonas de restricción de perforación o en zonas de protección de 
mantos acuíferos. Además, se inspecciona físicamente si en el sitio se brinda un servicio por 
parte de una Asada o el mismo AyA. La Unidad de Estratégica de Gestión Ambiental emite el 
criterio final y lo remite al Minaet. Sin embargo, se observó una serie de situaciones 
relacionados con este proceso, que se comentan de seguido: 
 

a) El AyA no responde el 100% de las solicitudes que recibe del 
Departamento de Aguas del Minaet.  Es así como, de 148 expedientes seleccionados, para 
los cuales se le dio audiencia, en 55 (37%) casos no se pronunció; a fin de incorporar un 
respaldo técnico que demostrara la afectación o no a las fuentes de abastecimiento de agua 
para consumo humano y que permitiera mayor fundamento para resolver acerca del permiso, 
pues no se encontró evidencia en los expedientes revisados, de los oficios de respuesta del 
AyA ante la audiencia, situación que ratificó el mismo Departamento de Aguas en las 
resoluciones finales, pues en estas se indicó que el AyA no se pronunció38. Como parte de 
los 55 casos comentados, se encontraron pozos en poblados de Nosara, Sámara, 
Tamarindo y Santa Teresa, que captan el mismo acuífero que las Asadas de esos sitios. 
Esas asociaciones eventualmente, podrían haber solventado la necesidad de abastecimiento 
y no poner en riesgo de sobreexplotación o contaminación por intrusión salina de las fuentes 
de agua.  
 

b) En los casos en que el AyA emitió su criterio, estos no estaban 
respaldados en estudios técnicos-legales, que justificaran suficientemente las razones por 
las cuales se aprueba o se niega la solicitud de permiso para la perforación o el otorgamiento 
de una concesión por afectación a fuentes de abastecimiento poblacional, y además, en 

                                                
37  Oficio Nro. PRE-2009-0278 del 23 de marzo de 2009. 
38   Algunos ejemplos de oficios de remisión de solicitudes de permisos al AyA y de  resoluciones finales del Departamento 

de Aguas son las siguientes: oficio Nro. IMN-DA-1266-06, Resolución Nro. IMN-DA-3125-2006, pozo Nro. HE-74; 
oficio Nro. IMN-DA-1108-06, Resolución Nro. IMN-DA-1962-2006, pozo Nro. HE-66; oficio Nro. IMN-DA-2366-
2004, Resolución Nro. IMN-DA-2716-2004, pozo Nro. HE-46; oficio Nro. IMN-DA-1993-07, Resolución Nro. IMN-
DA-3383-2008, pozo Nro. CY-150; oficio Nro. IMN-DA-592-06, Resolución Nro. IMN-DA-1154-2006, pozo Nro. CY-
55; oficio Nro. IMN-DA-0929-06, Resolución Nro. IMN-DA-1127-2007, pozo Nro. CY—58. 
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ninguno de los casos estudiados se aportó el informe de las inspecciones físicas de parte de 
los directores regionales del AyA, para conocer sobre la existencia cercana o no de alguna 
fuente de abastecimiento del AyA o de una Asada. 
 

Este órgano contralor considera que las omisiones apuntadas, 
representan un alto riesgo, pues esa información es fundamental para la toma de la decisión 
final.  De hecho, producto de esa situación, la Contraloría General en inspecciones físicas 
realizadas determinó que aproximadamente 22 de los 55 los pozos visitados se ubican en 
poblados tales como Tamarindo, playas Grande y Guiones, Sámara y Santa Teresa, en 
donde existen Asadas brindando el servicio y cuyos pozos captan del mismo acuífero que los 
pozos particulares. En Jacó se autorizaron perforaciones que captan el mismo acuífero que 
los tres pozos del AyA en esa localidad. Al respecto, el Subgerente General de ese Instituto 
manifestó, que las oficinas regionales no han podido cumplir plenamente con sus 
obligaciones debido al volumen de trabajo diario que enfrentan y que son conscientes de esa 
situación; de hecho, en este momento trabajan en una reorganización de esas oficinas 
regionales39. 
 

 Sobre el particular, el AyA remitió a esta Contraloría40 una serie de 
oficios con algunas respuestas dadas por esa entidad a las audiencias que le otorga el 
Departamento de Aguas, pero en su mayoría esos documentos fueron emitidos en regiones 
no incluidas en el alcance de este estudio de fiscalización. Aún así, luego de analizarlos, se 
reafirma la necesidad de que el AyA revise los procedimientos mediante los cuales tramita 
las audiencias en mención y el contenido del criterio que brinda acerca de la anuencia u 
oposición a la perforación de pozos y el otorgamiento de concesiones para el 
aprovechamiento de aguas, a fin de que cuando corresponda, quede debidamente 
sustentada (legal y técnicamente) la afectación a las fuentes del AyA o de una Asada, 
aportando el informe e inspecciones físicas de parte de los directores regionales de ese 
Instituto, en donde se consigne la cercanía del sitio a perforar con respecto a una de sus 
fuentes, así como otras consideraciones técnicas de porqué se afecta la fuente que se quiere 
proteger. 
 

c)  Ahora bien, de la muestra seleccionada, en 45 casos se opuso, 
pero las argumentaciones no se enfocaron a la afectación que perforar tendría en las fuentes 
de abastecimiento de agua destinada al consumo humano, tal y como lo establece el artículo 
7 del Reglamento de perforación. Las oposiciones se dieron principalmente por las 
siguientes razones:  
 

i. Debilidades en las metodologías e interferencia de pozos. 
La mayoría de las oposiciones se dan por debilidades metodológicas en los estudios de 
intrusión salina presentados por las empresas perforadoras y por la interferencia de pozos.  
A pesar de dicho criterio el Departamento de Aguas aprobó los permisos para la perforación 
al indicar que esas decisiones corresponden al Senara, entidad que en algunos de estos 
casos sí aprobó el estudio41.  

 
ii.  Zona de estudio y explotación por parte del AyA. En 

algunos casos se argumenta que los pozos a perforar se encontraban en la zona de estudio 
y explotación del manto acuífero que ese Instituto está aprovechando en el lugar y lo ha 

                                                
39   Oficio Nro. SGG-2009-0799 del 29 de abril de 2009. 
40    Oficio Nro. PRE-2009-0572 del 2 de julio de 2009. 
41   Ibídem.  
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catalogado como de posible exploración para perforar pozos para el abastecimiento de agua 
potable de la comunidad.  Sin embargo, esas oposiciones no fueron aceptadas por el 
Departamento de Aguas, indicando que no existe declaratoria, norma o ley que impidiera la 
perforación de pozos en la zona42.  

 
iii.   El AyA o una Asada puede suplir el servicio. Se presentan 

casos en que la oposición se da porque una Asada o el mismo AyA, podían suplir con sus 
fuentes de agua al administrado. El Minaet no aceptó tal argumento porque no existe 
restricción en el ordenamiento jurídico para otorgar concesiones en zonas con cobertura del 
servicio público de agua43. 
 

  Con respecto al margen de acción que el ordenamiento jurídico 
concede al AyA, a diferencia del Senara, los criterios que emita el primero no son vinculantes 
para el otorgamiento o denegatoria de permisos o concesiones para la perforación y 
explotación de aguas subterráneas, pues aun y cuando dicha institución cuente con 
funciones tan genéricas como las que le asigna su Ley Constitutiva, Nro. 2726 del 14 de abril 
de 1961 y sus reformas, no se establece expresamente en ninguna norma de rango de ley, 
dicho carácter. 

 
  No obstante lo anterior, tal y como ha sido consignado en el marco 
legal actual que regula la protección, la conservación y la administración del recurso hídrico, 
se presentan competencias concurrentes y especializadas ejercidas por numerosas 
instituciones, que en el caso del AyA están referidas a dirigir y vigilar lo concerniente al 
suministro de agua potable, lo relacionado con la protección de áreas de recarga acuífera y 
cuencas, así como la de administrar y operar los sistemas de acueductos y alcantarillados en 
todo el país, entre otras; de manera que, por razones de conveniencia, es necesario que se 
coordinen las gestiones y acciones que en este caso están referidas a la competencia 
exclusiva del AyA en el criterio solicitado respecto a la posible o eventual afectación a las 
fuentes de abastecimiento para consumo poblacional que administra y de las que 
eventualmente serán utilizadas para tales fines. 
 

 Al respecto, la Procuraduría General de la República consignó:44  
 

“El hecho de que la función rectora sobre el precitado recurso natural la ostente 
el Ministerio no implica, sin embargo, que se hayan eliminado toda obligación del 
A.yA. sobre este tema. (…) atendiendo a un principio de derecho administrativo 
como lo es que la interpretación de las normas debe buscar la mejor satisfacción 
del fin público -artículo 10 LGAP- se concluye que la mejor forma de garantizar el 
recurso natural agua es coordinando la actividad que sobre él ostentan tanto el A. 
y A. como otros repartos de la Administración. Por ende, se estima que las 
competencias -obligaciones- contenidas en los incisos c) y d) del artículo 2º y 22 
de la Ley Orgánica del A. y A. se mantienen vigentes, debiendo armonizarse con 
las prescripciones que al efecto fije el MINAE. (…).Por ende, en cuanto a la 
conservación del recurso hídrico y su tratamiento como parte de los bienes del 
Estado, la competencia rectora la ostenta el Ministerio del Ambiente y Energía, 
sin que ello conlleve que se le han eliminado competencias específicas al A. y A. 
en cuanto a sus obligaciones para con dicho recurso natural, especialmente en 

                                                
42  Resolución Nro. IMN-DA-2501-2007 del 17 de setiembre de 2007 y Resolución Nro. IMN-DA-2690-2007 del 4 de 

octubre de 2007. 
43   Oficio Nro. IMN-DA-2396-04 del 9 de setiembre de 2004. 
44   Dictamen Nro. C-019-98 del 6 febrero de 1998. 
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atención a la no contaminación del mismo (sic) y su conservación. (…) No se ha 
operado una derogación tácita de sus atribuciones en lo que se refiere a la 
protección del recurso hídrico en sus diversas manifestaciones (…) es necesario 
que exista una coordinación entre los entes mencionados a lo largo de este 
dictamen con el fin de que se satisfaga de la mejor manera posible el interés 
público que subyace en las normas analizadas.”  

 
 La intervención del AyA en el proceso de tramitación de permisos 
resulta conveniente y necesaria, sus criterios como cualquier otro acto administrativo deben 
estar debidamente motivados y fundamentados en normas de la técnica y la ciencia; es 
decir, la negativa para un permiso o concesión debe tener el suficiente sustento que 
demuestre la afectación real o potencial sobre las fuentes de abastecimiento de los sistemas 
que administra, y aun y cuando su criterio no sea vinculante45, el Departamento de Aguas 
deberá fundamentar y acreditar con igual suficiencia de motivación y fundamentación el 
criterio ya sea positivo o negativo.   

 
   En este sentido, el AyA podría rechazar el otorgamiento de 
permisos siempre y cuando tenga suficiente sustento técnico, científico o legal y dicha 
oposición sea por la posible o eventual afectación o perjuicio sobre las fuentes de 
abastecimiento de agua destinada al consumo humano46, sean de aquellas que sirven para 
el abastecimiento poblacional de los acueductos que administra el AyA o las Asadas.  
Además, aun y cuando no tenga una competencia exclusiva en materia de aguas 
subterráneas; por ejemplo, el AyA podría manifestar su oposición en caso de que considere, 
con igual apoyo técnico o científico, que podría verse afectada la disponibilidad o calidad del 
agua subterránea, ello en razón de las funciones tan amplias que le asigna el artículo 2 de la 
su Ley Constitutiva y lo consignado por la Procuraduría General de la República en el 
dictamen de cita. 

 
   No es suficiente motivo la simple circunstancia de que un acuífero 
es o será utilizado por esa entidad para la explotación del acueducto que administra, sino 
que se justifique que el nuevo aprovechamiento afectará el consumo actual y futuro de los 
usuarios, o por encontrarse el acuífero en una situación de sobreexplotación. Tampoco es 
razonable que el Departamento de Aguas rechace la oposición sin más señalamiento de que 
el AyA no es la entidad especializada en materia de aguas subterráneas, pues como se ha 
indicado, bien podría sustentar dicha circunstancia mediante sus propios estudios o con 
información hidrogeológica generada por otras instancias públicas o privadas competentes. 
 

                                                
45  Al respecto, este órgano contralor no comparte el criterio señalado por el AyA en el anexo a las observaciones del 

presente informe e identificado con el oficio Nro. PRE-2009-0572 del 2 de julio de 2009, en el sentido de que el inciso d) 
del artículo 2 de la Ley Constitutiva de dicha entidad, Nro. 2726 del 14 de abril de 1961, le otorga el carácter vinculante 
u obligatorio al criterio que puede emitir en el trámite de permisos y concesiones. El AyA hace una interpretación 
extensiva y pareciera fuera del contexto del inciso del artículo mencionado, que únicamente confiere el carácter 
obligatorio a la consulta e inexcusable el cumplimiento de las recomendaciones que rinda, en lo que respecta a la asesoría 
“en todos los asuntos relativos al establecimiento de acueductos y alcantarillados y control de la contaminación.” y 
referido a la función sustantiva de su competencia, en cuanto a normas técnicas en materia de construcción y operación 
de sistemas de acueductos y alcantarillados –relación con los incisos e), i) y j)- y no a las concesiones o permisos para el 
aprovechamiento de aguas subterráneas, donde como se ha indicado, su intervención es conveniente desde la perspectiva 
de la eventual afectación al servicio que presta en los acueductos que administra y no desconoce lo indicado en el 
informe, la necesaria coordinación que debe ejercerse, tratándose de competencias compartidas sobre la gestión del 
recurso hídrico. 

46    De conformidad con el artículo 264 de la Ley General de Salud y el artículo 27 de la Ley de Aguas, es preferencia y 
prioritario el destino y uso del agua para consumo humano. 
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   En los casos en que el AyA se opone porque puede suplir de agua 
al administrado con sus fuentes, ciertamente la circunstancia de que en un determinado 
sector exista cobertura del servicio de agua por parte de este, no es motivo ni impedimento 
legal para que un particular pueda obtener su derecho a la perforación y aprovechamiento de 
aguas mediante su propia concesión; sino que, como se ha indicado, se vea afectada la 
demanda actual o potencial de los usuarios del servicio. En estos casos quedan a salvo los 
impedimentos legales que el Reglamento de perforación y la misma Ley de Aguas dispongan 
respecto a las distancias mínimas de fuentes superficiales de aguas y de pozos entre sí.   

 
   En cuanto a las oposiciones del AyA por la diferencia de criterios 
metodológicos en estudios de intrusión salina, estos deben ser valorados y resueltos por el 
mismo Departamento de Aguas; sin embargo, es conveniente que en coordinación con las 
demás instituciones competentes; es decir, el Senara o el AyA, se valore la necesidad de 
oficializar el o los métodos que deban ser empleados y aceptados en la estimación de esta y 
otras posibles variables hidrológicas, aspecto que podría  brindar mayor seguridad y certeza, 
tanto para el administrado como para la misma Administración.  De hecho, este asunto ya 
fue planteado en el aparte 2.1.3. de este informe. 
 
   Debe quedar claro, que si bien el criterio del AyA no es vinculante, 
el Departamento de Aguas asume la responsabilidad por lo resuelto y es además, el que  
mantiene la potestad de revisión de sus propios actos y resoluciones, por los medios legales 
que el ordenamiento jurídico dispone, tanto para los administrados como para el mismo AyA. 
 

2.2.2. Falta de fundamentación de las respuestas del Senara a las 
audiencias concedidas por el Departamento de Aguas 

 
  De acuerdo con el inciso h) del artículo 3 de la Ley de Creación del 
Senara y los artículos 7 y 8 del Reglamento de perforación, a esa entidad le corresponde 
decidir, con base en criterio técnico debidamente fundamentado; asignar el número de pozo 
a las solicitudes tramitadas y que le son remitidas por el Departamento de Aguas para 
consulta y registro en el Archivo Nacional de Pozos.  Asimismo, ese criterio tiene carácter 
vinculante; por lo que, es de acatamiento obligatorio y puede ser apelado solamente 
mediante un juicio contencioso administrativo.  Sin embargo, con respecto a lo anterior, se 
determinó lo siguiente: 

 
a)  Esos criterios se preparan en un formulario preestablecido, en el 

que únicamente se incluye información específica del pozo, como: caudal, profundidad, 
coordenadas y el número de pozo asignado en caso de que se apruebe; pero en ese 
documento no se incorporan los resultados y las conclusiones arribadas como resultado de 
la revisión, a fin de respaldarlo en una base técnica y jurídica, sólida y amplia que sustente 
suficientemente las decisiones tomadas. Esta situación se presenta para las solicitudes de 
permiso para la perforación de pozos, tanto las aprobadas como las denegadas. 

 
b)  El Senara emitió criterios oponiéndose a la perforación, los que 

luego fueron reconsiderados y finalmente se resolvió aceptar la perforación, sin que conste 
en el expediente los motivos que justificaron el cambio de opinión.  Por ejemplo, se denegó 
un permiso porque al estudio de intrusión salina le faltaba realizar un perfil donde se 
visualizara la situación y la topografía del lugar; posteriormente se aprobó, sin que se 
justificara si se hicieron los ajustes respectivos. En otros casos, se imprueba el permiso por 
la falta de estudio de intrusión salina; luego se aprueba, pero no queda evidencia de si se 
efectuó el citado estudio. 
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c)  En otros casos, el Senara denegó los permisos para la perforación 
porque se presentaba interferencia entre pozos, posteriormente aprobó algunos de esos 
permisos, en las mismas coordenadas de ubicación del pozo inicialmente rechazadas y 
también en casos en que variaron esas coordenadas; sin embargo, en ambas situaciones no 
consta la existencia del estudio de radio de interferencia y la justificación del cambio de 
criterio. 

 
 d)  Muchos casos se denegaron por ubicarse en zonas de restricción 

establecidas por el mismo Senara, con base en sus estudios técnicos o siguiendo órdenes 
de la Sala Constitucional, pero no se hizo referencia a los estudios técnicos o a las órdenes 
que soportan tales restricciones. Por ejemplo, durante el período que va del 2004 al 2008, se 
denegaron 373 solicitudes, de las cuales el 50% se fundamentó en que el pozo se ubicaba 
en zonas de restricción de los acuíferos de Potrero, Brasilito, Huacas-Tamarindo, entre otras 
zonas.  

 
 Esas omisiones dificultan al Departamento de Aguas del Minaet, 

comprender la magnitud de los criterios emitidos y por ende, debilitan los razonamientos que 
sobre el caso efectúe en las resoluciones que entrega a los administrados, especialmente en 
aquellos casos en que se deniega el permiso para la perforación. Además, recuérdese que 
las resoluciones que emite la Administración deben estar debidamente motivadas, según lo 
establecen los artículos 16, 133, 136 y siguientes de la Ley General de la Administración 
Pública, lo que debe ser aplicado, tanto por el Senara como por el Departamento de Aguas. 

 
 El agua es un recurso finito, escaso, vulnerable y esencial para la 

vida; por lo tanto, las decisiones sobre su uso o explotación deben ser adoptadas en 
consideración a todos los elementos y variables posibles; disponibilidad, calidad y prioridad 
para el consumo poblacional; de manera que, siendo el Senara la entidad que cuenta con la 
capacidad técnica especializada y la que ha realizado estudios hidrogeológicos y de 
vulnerabilidad de muchos sectores del país, su participación resulta imprescindible en la 
toma de decisiones sobre su asignación y uso, es por eso que dado el carácter vinculante de 
sus pronunciamientos sobre los permisos para la perforación de pozos y la concesión para el 
aprovechamiento de aguas, las decisiones que se tomen deben quedar debidamente 
respaldadas con la calidad y suficiencia de la información que permita asegurar su 
confiabilidad y sustente la resolución final. 

 
2.2.3. Deficiencias en la recepción y revisión de los informes técnico 

geológicos 
 

  El artículo 18 de Reglamento de perforación de pozos establece que en 
los 10 días hábiles a partir de la conclusión de los trabajos de perforación, la empresa 
perforadora deberá presentar al Departamento de Aguas del Minaet y ante el Senara, el 
informe técnico geológico del pozo, suscrito por el profesional responsable acreditado por la 
empresa.  Del análisis efectuado a una muestra de expedientes, se determinó lo siguiente: 
 

a) Falta de control y seguimiento sobre la entrega en plazo de los 
informes técnico geológicos 

  Resultan insuficientes el control y el seguimiento del Departamento 
de Aguas y del Senara, a efecto de asegurar que los informes técnico geológicos se 
presenten en el tiempo reglamentario. Al respecto, se determinó que de 136 solicitudes de 
permisos para la perforación aprobadas y seleccionadas para estudio, 49 (36%) no habían 
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presentado el informe técnico geológico, a pesar de haber transcurrido plazos que van desde 
4 años hasta 7 meses, desde que la solicitud fue aprobada, siendo que los permisos para la 
perforación se otorgan con un plazo de 3 meses de vigencia, según el artículo 12 del 
Reglamento de perforación.  Además, la propia institución cuantificó la entrega de estos 
informes relativos a permisos aprobados en el año 200847, encontrando que de 292 
solicitudes aprobadas, 269 no tienen el informe técnico geológico, lo que representa el 92%. 
 
  Al respecto, el Jefe del Departamento de Aguas indicó, que el 
control que se tiene sobre el particular, se lleva en hojas de Excel y que no autorizan 
solicitudes de permisos a las empresas que tengan pendiente de entregar algún reporte final 
para la perforación48.  No obstante, se determinaron casos en los que se dio trámite a 
solicitudes de compañías perforadoras que tenían pendiente la entrega de informes; lo que 
confirma que el control instaurado en las hojas Excel no es efectivo; y además, tiene el 
inconveniente de que se espera hasta una nueva gestión de la empresa para verificar si 
tiene pendientes, limitando la oportunidad de las decisiones y medidas pertinentes. 
 

b) Falta de control sobre el contenido y calidad de los datos 
aportados en los informes técnico geológicos 

 
 El Senara o el Departamento de Aguas no tiene un control efectivo 

acerca del contenido y calidad de los datos de los informes técnico geológicos. Al respecto, 
se determinó que las empresas perforadoras deben presentar los informes técnico 
geológicos en los formatos y con los datos que para tal efecto norma el artículo 18 del 
Reglamento de perforación; no obstante, de 83 informes estudiados, 26 (31%) carecen de 
los datos mínimos exigidos, como son: profundidad, nivel dinámico, nivel estático, caudal, 
horas de bombeo, análisis físico, químico y bacteriológico del agua, entre otros. Lo anterior 
resulta inconveniente, pues dicha información es la base para fundamentar el caudal a definir 
en la respectiva concesión de aguas, para decidir sobre la aprobación de futuras solicitudes 
de permisos, para mantener actualizada la base de datos del Archivo Nacional de Pozos a 
cargo del Senara y útil en diversos estudios hidrogeológicos relativos a los acuíferos de las 
zonas costeras y como medida de control y verificación de lo aprobado en la solicitud de 
permiso para la perforación. 
 

c) Falta de control sobre las pruebas de bombeo 
 

Por otro lado, también falta mayor control del Departamento de 
Aguas y del Senara acerca de las pruebas de bombeo. Al respecto, el artículo 19 del 
Reglamento de perforación establece que la prueba de bombeo tendrá una duración de 72 
horas cuando el uso pretendido sea el urbanístico o poblacional y para otros usos, será de 
12 horas, sin perjuicio de que a criterio justificado, ese Departamento considere la necesidad 
de realizar un período de prueba de bombeo diferente. Sin embargo, se detectaron casos de 
empresas perforadoras que irrespetaron la norma, pues la prueba de bombeo duró un 
tiempo que oscila entre 3 y 6 horas, sin que hubiera alguna excepción aprobada. 

 
Dicha situación resulta inconveniente, pues las pruebas de bombeo 

son para definir la eficiencia del pozo, así como para determinar el potencial de explotación 
del acuífero y el régimen de bombeo idóneo. También, con ellas es posible identificar si 
existe una barrera positiva o negativa que se ubique a cierta distancia del pozo y que por 

                                                
47   Oficio Nro. DIGH-189-2009 del 4 de mayo de 2009. 
48   Oficio Nro. IMN-DA-1241-2009 del 22 de abril de 2009. 
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consiguiente, pueda generar un crecimiento o un decrecimiento en el caudal bombeado a 
cierto tiempo de explotación continua49. 

 
d) Débil control acerca del nivel de profundidad permitido 

 
 Por otra parte, también se detectaron casos en que se irrespetó la 

restricción sobre el nivel de profundidad del pozo; nivel que establece el Departamento de 
Aguas en la resolución de aprobación de la solicitud de permiso para la perforación. 
Tratándose de zonas costeras, el nivel de profundidad a que deben sujetarse las compañías 
perforadoras es muy importante, por el riesgo que podría correr el acuífero por intrusión 
salina, es por eso que el control y monitoreo establecido por parte de ese Departamento y 
del Senara es indispensable, a fin de proteger los mantos acuíferos; no obstante, no se 
encontró evidencia de que esas dos entidades llevaran a cabo alguna acción para detectar 
tales incumplimientos y así dictar las medidas que sean pertinentes de acuerdo con la 
normativa vigente. 

 
 En relación con lo comentado, el Jefe del Departamento de 

Aguas50 señaló, que los datos técnicos se registran en una base de datos, pero que se 
efectuaron registros hasta el año 2004; principalmente, por carencia de personal, situación 
que los obliga a acudir al documento físico para las consultas. 

 
 Por su parte, el Senara informó, que los datos contenidos en los 

informes geológicos se ingresan a la base de datos del Archivo Nacional de Pozos, pero que 
no se revisa la calidad de los datos como acción sistemática, debido a la falta de personal en 
geología; por lo que, solo se procesan cuando se ejecutan los estudios hidrogeológicos51.  
De hecho, el Director de la DIGH, es del criterio que cuando la información técnica aportada 
en esos informes no esté completa, debería de comunicársele a la empresa perforadora la 
no aceptación del documento, hasta tanto no se aporten los datos en su totalidad o bien se 
justifiquen los cambios reportados; no obstante, no se encontró evidencia de que el Minaet o 
el Senara llevaran a cabo este seguimiento52. 
 

2.2.4.  Necesidad de inspecciones físicas sobre las solicitudes para la 
perforación de pozos aprobadas o denegadas 

 
  El Departamento de Aguas no realiza inspecciones de campo para 
verificar los datos de las solicitudes para la perforación de pozos ni posteriormente para 
verificar el cumplimiento de las condiciones en que estas se autorizaron o se denegaron. 
Entre los aspectos que se requiere verificar están la ubicación del pozo, su uso y el 
acondicionamiento necesario para medir fácilmente los niveles de agua; así como los datos 
suministrados en los informes técnicos geológicos presentados por las empresas 
perforadoras. Como consecuencia, no se están identificando incumplimientos y deficiencias 
como las detectadas por esta Contraloría General en las inspecciones realizadas y que se 
comentan de seguido. 
  
 

                                                
49  Arredondo Li, Sandra. Informe Nro. 2 a la contratación directa Nro. 2009CD-000006-503. 
50  Oficio Nro. IMN-DA-1241-2009 del 22 de abril de 2009. 
51  Oficio Nro. DIGH-156-2009 del 24 de abril de2009. 
52  Ibídem. 
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a) Pozos sin equipamiento, sin infraestructura de protección y 
sin uso 

 
Se determinaron varios casos de pozos perforados que no se 

encontraban en uso o no contaban con la infraestructura de protección (caseta con puerta y 
candado) para evitar el vandalismo; condiciones estas que facilitan que se pueda verter 
algún contaminante directo al acuífero que capta.  Por otro lado, se observó que ninguno de 
los pozos visitados mantenía el equipamiento necesario para facilitar el control sobre la 
extracción de agua53, ello a pesar de que el artículo 17 del Reglamento de perforación, 
establece que la empresa deberá instalar “(…) un tubo de un diámetro mínimo de treinta y 
ocho milímetros, con el objeto de realizar las mediciones de niveles de agua, debe ser 
instalado desde la superficie del terreno hasta dos metros debajo del nivel dinámico, así 
mismo debe dejar previsto un sistema de tubería que permita la medición de caudal, desde la 
superficie del terreno.”. La fotografía Nro. 1 muestra el caso del pozo Nro. GA-201. 
 

Fotografía Nro. 1 
Pozo Nro. GA-201 sin equipamiento ni protección 

 
 

b) Pozos perforados en sitios diferentes a los autorizados 
 
  Se identificaron casos de pozos que habían sido perforados en un 
sitio diferente al solicitado y autorizado, situación que no se comunicó a la Administración 
para que esta valorara el riesgo por intrusión salina y de interferencia de pozos del nuevo 
sitio.  El caso más significativo es el del pozo Nro. HE-141, en donde se determinó que se 
solicitó y autorizó la perforación en un sitio ubicado a 60 metros sobre el nivel del mar; sin 
embargo, se perforó en entro lugar, en criterio de este órgano contralor, posiblemente debido 
a que el sitio original es de difícil acceso y sin posibilidades reales de ubicar un pozo por la 
forma y extensión de la propiedad y por tener materiales de muy baja permeabilidad y malos 
productores de aguas subterráneas54. La fotografía Nro. 2 muestra esa ubicación.  
 
 
 
                                                
53  Arredondo Li, Sandra.  Informe Nro. 2 a la contratación directa Nro. 2009CD-000006-503. 
54  Ibídem. 
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Fotografía Nro. 2 

Sitio autorizado (coordenadas 465.6-181.5) 

 
 
  En la inspección se observó que el pozo se había perforado en los 
terrenos planos y bajos de la finca, cercanos a una quebrada y a una distancia aproximada 
de 200 metros de la costa, para el cual el estudio de riesgo por intrusión salina presentado 
no aplicaba porque está más cerca de la costa y las condiciones hidrogeológicas del lugar 
son diferentes (Ver fotografía Nro. 3). Allí se observó un nivel freático somero; o sea, a 1,7 
metros de profundidad55. Sobre este pozo la empresa perforadora no ha entregado el 
correspondiente informe geológico y no se ha tramitado la respectiva concesión para el 
aprovechamiento de aguas. 
 

Fotografía Nro. 3 
Pozo Nro. HE.141 perforado en sitio no autorizado 

(coordenadas 464.9-181.7) 

 
 

                                                
55   Ibídem. 
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c) Pozos perforados sin dejar el retiro de ley 

 
La Ley de Aguas en su artículo 8 establece que un pozo no podrá 

ubicarse a menos de 40 metros de una construcción; no obstante, se determinaron casos 
que incumplen la norma, como por ejemplo, el pozo Nro. HE-103, que se muestra en la 
fotografía Nro. 4. 
 

Fotografía Nro. 4 
Pozo Nro. HE-103 con edificación a menos de 40 metros 

 
 
Al respecto, el Minaet, el Senara y el AyA, manifestaron lo 

siguiente56:  “(…) a) que el Artículo 8 establece una prohibición de perforación de pozo a 
menos de 40 metros de una construcción, vía pública, etc.; b) Del mismo artículo 8 se 
establece que con criterio técnico puede autorizarse la perforación a  menos de 40 metros. c) 
El Artículo 8 no establece ninguna limitación para construir a menos de 40 metros, puesto 
que la restricción es únicamente para perforar pozos; d) se está de acuerdo, de que la 
construcción por sí misma, no implica per se una afectación al acuífero.”. 

 
En ese sentido, es criterio de este órgano contralor, que el artículo 

de comentario no dispone expresamente una excepción o salvedad para reducir, aun con un 
criterio técnico previo, la zona de protección en menos de los 40 metros claramente 
dispuestos, pues consigna expresamente que “Las labores de que tratan el artículo anterior 
para alumbramientos, no podrán ejecutarse a menor distancia de cuarenta metros de edificios 
ajenos, de un ferrocarril o carretera, ni a menos de cien de otro alumbramiento o fuente, río, 
canal, acequia o abrevadero público, sin la licencia correspondiente del Ministerio del 
Ambiente y Energía…”. 

 
La interpretación literal y finalista consecuente con los principios de 

protección y conservación del recurso hídrico y  garantía de la calidad y cantidad del agua  
para el consumo humano, consistente también con el criterio de interpretación normativa 
para la mejor satisfacción del interés público, según el artículo 10 de la Ley General de la 
Administración Pública, conlleva a señalar, que la frase “sin la licencia correspondiente del 

                                                
56   Oficio Nro. DM-1096-2009 del 6 de julio de 2009. 
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Ministerio del Ambiente y Energía”, simplemente se refiere a la condición de que el 
alumbramiento de aguas subterráneas por medio de pozos debe estar precedido de la 
licencia o permiso de la instancia competente, tal y como lo señala el artículo 17 de la misma 
Ley de Aguas. 

 
  Cabe señalar, que el establecimiento de una zona de protección 
con una distancia mínima rígida, obedece a criterios de seguridad y certeza jurídica, tal y 
como sin salvedad alguna lo señala también la Ley de Aguas en el artículo 31, al disponer 
que “se declaran como reserva de dominio a favor de la Nación; a) Las tierras que circunden 
los sitios de captación o tomas surtidoras de agua potable, en un perímetro no menor de 
doscientos metros de radio.”. 
 
  Finalmente, una interpretación lógica con los fines ya indicados y  
que son los que persigue la normativa, conlleva a señalar que así como se establece la 
distancia de pozos respecto a construcciones previas, debe entenderse en el sentido de que 
la existencia del pozo implica la prohibición para construir nuevas edificaciones en el radio de 
protección de los 40 metros, lo cual parece ratificado con el criterio de la Sala 
Constitucional57, al declarar con lugar un recurso de amparo en el que precisamente el 
supuesto de hecho era la existencia previa de un pozo y un desarrollo urbanístico que se 
pretendía construir en un radio menor de la zona de protección, en dicha Resolución se 
obliga a respetar los 40 metros de protección dispuestos en el artículo 8 de la mencionada 
Ley de Aguas.58 
 

En el caso del pozo que se muestra en la fotografía Nro.4, al 
momento su perforación la construcción no existía, pero previo a iniciar las obras, se debió 
considerar el radio de protección que la ley exige en estos casos; de hecho, en el informe de 
perforación adjunto al expediente de ese pozo, el geólogo a cargo dejó consignada la 
necesidad de que contara con una zona de protección delimitada, porque indicó que era 
susceptible a la contaminación bacteriológica y que se debía asegurar que estuviera alejado 
de fuentes de contaminación; como por ejemplo, de los drenajes sépticos; sin embargo, esto 
no se cumplió ni tampoco se dejó evidencia en el expediente, del estudio técnico que 
justificara no dejar la zona de protección en comentario. 
 

d) Pozos con autorización y afectados por drenaje de acuífero 
que captan 

 
Existen pozos que son afectados por construcciones vecinas; al 

respecto, se observó una excavación del sótano de un proyecto de construcción a una 
distancia muy próxima al pozo Nro. HE-106, de acuerdo con el informe de perforación de ese 
pozo, el nivel freático se localizaba muy cerca de la superficie; por tal motivo, en el fondo de 
la excavación se habían instalado tuberías de concreto de forma vertical para colectar el 
agua de drenaje y bombearla hasta otro sitio, con el fin de seguir profundizando con la 
excavación, ver fotografías números 5 y 6. Tal situación podría generar un efecto local, que 

                                                
57  Resolución Nro. 2008-015657 de las 11 horas 45 minutos del 17 de octubre de 2008 
58   Al respecto, la Sala Constitucional consignó: “…en aplicación del principio precautorio, ante la duda sobre si podía o 

no resultar contaminada la fuente de agua potable que aquí interesa, debe preferirse la posición técnica que la protege 
con más amplitud, estimando el amparo, y ordenando a los accionados respetar la distancia de protección entre el pozo 
AB-1571 y el proyecto constructivo que aquí ocupa indicada en los oficios GE-049-08, SL- 232-2007 y ASUB-452-07, 
todos del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento.” 
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provocaría que el nivel de agua subterráneo sea más profundo y afectaría los pozos 
cercanos59. 
 

Fotografías Nros. 5 y 6 
Drenaje de acuífero cercano al Pozo Nro. HE-106 

 
e) Pozos perforados sin permiso 

 
En inspecciones realizadas por este órgano contralor fue muy 

frecuente encontrar pozos que no contaban con su respectivo permiso para la perforación; 
de hecho, algunos de ellos se encontraban perforados en sitios no aptos, pues los materiales 
del lugar son muy pobres en cuanto a rendimientos para explotación de pozos; otros estaban 
perforados en sitios muy cercanos a la costa; por ejemplo se ubicó uno a solo 50 metros; 
algunos no contaban con la infraestructura de protección y el equipamiento necesarios o bien 
sin dejar el retiro de 40 metros de edificaciones; otros con limitaciones en cuanto a 
potabilidad por las altas concentraciones de carbonatos que generan pH altos y no 
adecuados para la salud.  

 
Los pozos ilegales ubicados en los sectores más cercanos a la 

costa presentaban en general, el problema de que al no tener las autorizaciones de ley ni los 
estudios pertinentes, no tenían ningún tipo de restricción en cuanto a profundidad y régimen 
de bombeo y al estar tan cercanos a la costa y a tan poca altura sobre el nivel del mar, el 
riesgo de intrusión salina es muy alto, lo que puede ocasionar la contaminación del acuífero 
que captan. 
 

Esta situación denota un claro incumplimiento al Reglamento de 
perforación, pues deviene en obligatorio contar con un permiso para la perforación de pozos; 
lo que se agrava debido a que el Minaet no realiza las inspecciones físicas en las zonas; 
principalmente, las más propensas a la demanda de agua.  Por otra parte, la existencia de 
pozos sin control de las autoridades, puede ocasionar la sobreexplotación del acuífero, toda 
vez que al no contarse con esa información, se podrían tomar decisiones incorrectas sobre 
los balances hídricos y los estudios hidrogeológicos que se elaboren sobre el acuífero que 
captan. 

 

                                                
59  Ibídem. 
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Con respecto a la falta de control en materia de aguas 
subterráneas, el Jefe del Departamento de Aguas60 señaló, que actualmente no tiene 
personal ni equipo de apoyo para tal fin, pues solamente cuenta con 2 funcionarios para 
atender esta labor, a pesar de que tiene recursos económicos para su solución, según se 
comenta en el punto 2.3.1. de este informe. En consecuencia, se ha actuado en forma 
reactiva ante asuntos conflictivos, pero no con enfoque preventivo; así por ejemplo, en el año 
2005, para determinar la demanda de agua de la zona costera de Santa Cruz, se pagó una 
consultoría para hacer un levantamiento de pozos ilegales y legales sin concesión; en mayo 
de 2009, se recorrió la zona de Lepanto en Puntarenas, en coordinación con el Senara y el 
AyA; y además, se tiene el monitoreo de la cuenca alta del río Sardinal, parte del proceso de 
gestión del acuífero Sardinal.   

 
Agregó dicho funcionario, que con respecto a la perforación ilegal, 

el ordenamiento jurídico no cuenta con instrumentos suficientes para atender tales hechos, o 
bien para lograr una gestión óptima de la perforación autorizada, pues no se dispone de 
normativa penal suficiente para garantizar la represión; así por ejemplo, la simple perforación 
de un pozo no se puede tipificar como un delito. Sin embargo, debe tenerse presente que el 
Código Penal en su artículo 226 tipifica el delito de usurpación de aguas; de manera que, la 
Administración debería al menos verificar si el pozo no autorizado ha sido objeto de 
aprovechamiento del recurso agua, y en tal caso, interponer la denuncia penal 
correspondiente. 
 

2.3. Control y seguimiento sobre las concesiones para el 
aprovechamiento de aguas y el cobro del canon respectivo 

 
  Los artículos del 17 al 29 y el 70 de la Ley de Aguas, Nro. 276 del 27 de agosto 
de 1942 y sus reformas, establecen que para poder hacer uso de las aguas del territorio 
nacional se debe obtener una concesión para su aprovechamiento y que por cada una se 
debe pagar un canon. Asimismo, el artículo 14 del Reglamento de perforación dispone que 
los permisos para la perforación otorgados, no confieren el derecho de explotación del 
recurso hídrico; por lo que, el dueño del pozo deberá gestionar la concesión respectiva ante 
el Departamento de Aguas. Acerca del cumplimento de esas regulaciones, se determinó lo 
siguiente: 
 

2.3.1. Aprovechamiento de aguas subterráneas sin tramitar la respectiva 
concesión 

 
Se determinó que de los 884 permisos otorgados en las zonas de 

estudio y durante los años que van del 2004 al 2008, solamente 164 (19%) tienen un 
expediente que acredita que la solicitud de concesión de aguas ingresó al Minaet para 
trámite.  Además, de esos 164 casos, únicamente 32 (4%) cuentan con la respectiva 
concesión; de los restantes, 128 se encuentran en trámite y 4 corresponden a la inscripción 
de fuentes para las Asadas.  La provincia de Guanacaste es la que mayormente incumple 
con la tramitación de la respectiva concesión. 
 

Sobre el particular, el Jefe del Departamento de Aguas61 señaló, que 
para tramitar la solicitud de concesión, solo cuenta con cinco profesionales y dos técnicos 
medios, lo que limita la capacidad de gestión para el control; es decir, en promedio a cada 

                                                
60   Oficio Nro. IMN-DA-1396-2009 del 11 de mayo de 2009. 
61   Ibídem. 

mailto:contraloria.general@cgr.go.cr
http://www.cgr.go.cr/


 

T:  (506) 2501-8000  F: (506) 2501-8100   C:  contraloria.general@cgr.go.cr  S: http://www.cgr.go.cr/  Apdo. 1179-1000, San José, Costa Rica 
 

33 

funcionario le correspondería fiscalizar 5.700 kilómetros cuadrados y debe atender una 
cantidad significativa de asuntos en las oficinas, como pronunciamientos de corrientes de 
cauces, denuncias y quejas en concesiones. Por tal motivo, el trámite de la respectiva 
concesión de los pozos perforados se ha basado en un control aleatorio o por reacción.  
Considera que dentro de las razones de las diferencias se pueden citar las siguientes: 

 
i.  Que el pozo se haya perforado y no se esté usando el agua, este 

hecho se ha presentado por un asunto de seguridad de acceso al agua, no existiendo un uso 
real eminente e inmediato; situación que fue confirmada por esta Contraloría General 
durante las inspecciones físicas. Las fotografías números 7 y 8 ilustran estos casos. Dicho 
funcionario considera que en la propuesta del nuevo Reglamento de perforación, estos 
hechos se solucionarían, pues se propone integrar la actividad de perforación con la de 
concesión y de esa forma garantizar un aprovechamiento real del recurso.  Sin embargo, al 
momento del estudio, los pozos perforados que no están siendo aprovechados, le restan 
oportunidad de tener agua a propiedades cercanas que la requieran de forma inmediata. 
 
 

 
ii. Las solicitudes de permisos son gestionadas por las empresas 

perforadoras y las concesiones por el dueño registral donde está el pozo o donde se 
aprovecharía; este último por desconocimiento, considera que con el permiso para la 
perforación o al estar hecho el pozo, se le autoriza para aprovechar el agua, a pesar de que, 
el Departamento de Aguas recuerda ese requerimiento en la respectiva resolución.  Esta 
situación fue confirmada por este órgano contralor durante las inspecciones de campo, pues 
se conversó con algunos dueños de los pozos perforados que aprovechan el agua y no han 
tramitado la concesión, confirmando que desconocían que debían hacer el trámite de 
concesión para aprovechar el agua y señalado que la empresa perforadora no les advirtió de 
que si no la tramitaban, no podían aprovechar el agua. 
 

Es de esperar que con el proyecto de reglamento en revisión por parte 
de las autoridades del Minaet se corrija en parte los aspectos señalados, aunque aplicaría 
para los casos posteriores a su publicación, pero para los permisos ya otorgados se requiere 
de la acción inmediata de las autoridades, pues no solo se encuentran ante un 
incumplimiento legal; sino que, no están pagando el canon respectivo; de manera que, ese 
Ministerio está dejando de percibir ingresos que se destinan a financiar la gestión del 

Fotografía Nro. 7 
Pozo Nro. HE-136 sin uso 

Fotografía Nro. 8 
Pozo Nro.5 de-la Asada Corona del Cabo 

sin población que abastecer 
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Departamento de Aguas (como se detalla en el siguiente aparte 2.3.2.). Por otro lado, tal 
situación impide contar con datos actualizados de los aprovechamientos de agua para llevar 
a cabo los balances hídricos de los acuíferos respectivos y demás estudios hidrogeológicos, 
pues se desconocen datos como el uso y el caudal extraído del pozo. 
 

Ciertamente, el Jefe del Departamento de Aguas explicó, que esos 
hechos se dan por la falta de personal capacitado; sin embargo, es importante comentar, que 
la Autoridad Presupuestaria62 le autorizó al Instituto Meteorológico Nacional –órgano del cual 
depende ese Departamento- un levantamiento del tope presupuestario para los gastos de 
este durante el año 2009; el cual también se había concedido para el año 2008, a efecto de 
fortalecer su gestión, para lo que, se definieron varias metas en el plan-presupuesto. 
Empero, en la liquidación presupuestaria del periodo 2008, se denota un alto porcentaje de 
subejecución de los recursos asignados al cumplimiento de esas metas, lo que a criterio del 
funcionario63, se presenta ante una deficiente gestión de la ejecución presupuestaria  
atinente a los recursos que se perciben por concepto del canon para el aprovechamiento de 
aguas, que corresponde en su orden, al Instituto Meteorológico Nacional y a la Dirección 
Financiera del Minaet. 
 

Así por ejemplo, lo anterior fue la principal causa de que durante el año 
2008 no se pudieran finiquitar la compra de una flotilla vehicular para el Departamento de 
Aguas; por lo que, durante el año 2009 esos vehículos están haciendo falta para apoyar las 
labores de control y seguimiento de campo. 
 

2.3.2. Cobro del canon por el aprovechamiento de aguas 
 

  El artículo 70 de la Ley de Aguas señala que el Minaet deberá fijar a 
cada concesión otorgada una tasa de explotación o un canon, en ese sentido, el Decreto 
Ejecutivo Nro.32868-MINAE del 24 de agosto de 200864, regula que toda persona física o 
jurídica, pública o privada, deberá realizar el pago del canon de aprovechamiento de aguas 
al Minaet, el cual se cobra con base en el volumen de agua asignado en la concesión, su uso 
y su fuente. También, indica la norma que los montos a cobrar se aumentarán gradualmente 
en un periodo de 7 años dependiendo de su uso.  Además, el indicado Decreto regula la 
forma en que se distribuirá el monto recaudado, correspondiéndole al Departamento de 
Aguas el 50% del total para destinarlo a la gestión integral de las aguas en aspectos como: 
el control y seguimiento, investigación hidrogeológica y meteorológica y dotación de recurso 
humano. El 50% restante se destinará a la cuenca que lo genera, en labores de protección, 
conservación, mantenimiento y recuperación de ecosistemas; para ello, el 50% de este 
último porcentaje se asignará al Sistema Nacional de Áreas de Conservación y el resto al 
Fondo Nacional de Financiamiento Forestal para financiar programas de pago de servicios 
ambientales y a las municipalidades para la compra de tierras con fines de protección de 
áreas de recarga acuífera y de nacimientos. 
 
  Con respecto a la gestión de cobro del canon, se determinó que 
solamente un 4% de los 884 permisos aprobados cuenta con una concesión de agua 
otorgada, consecuentemente, al resto de los casos no se les ha asignado el canon 
respectivo; por lo que, el Departamento de Aguas ha dejado de percibir las sumas que 
corresponderían por dicho concepto. Sin embargo, una valoración de 23 expedientes de ese 

                                                
62  Oficio Nro.STAP-0811-09 del 8 mayo de 2009. 
63   Oficio Nro. IMN-DA-01741-2009 del 10 de junio de 2009. 
64   Publicado en La Gaceta Nro. 21 del 30 de enero de 2006. 
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4%, permitió determinar que 18 están al día, uno está cancelado por morosidad y 4 se 
encuentran pendientes de pago.  
  En relación con lo anterior, el artículo 169 de la Ley de Aguas señala que 
la concesión caduca por morosidad, luego de que el concesionario en forma consecutiva, 
haya dejado de pagar el respectivo canon por un lapso de tres semestres (18 meses); 
empero, al analizar los expedientes que se encontraban en esa condición, se determinó que 
no consta en ellos que el Departamento de Aguas haya emitido una resolución al respecto, 
tampoco que se haya realizado la gestión de cobro respectiva o bien, para cerciorarse de 
que no se siga utilizando el agua del pozo concesionado. Igual situación se presenta con 
aquellos casos que se encuentran con varios pagos atrasados, en donde no se visualiza 
gestión de cobro alguna. 
 
  Dentro de las razones de la inacción del Departamento de Aguas, se 
encuentra la ya comentada escasez de personal y la materialidad del monto de la deuda; 
donde por ejemplo, cancelaron un caso por morosidad con una deuda acumulada durante 18 
meses de tan solo ¢600,00; argumentando que se dedican solo a recuperar montos 
significados. 
 
  Si bien es cierto lo aducido es una razón aceptable, no por ello se 
justifica que independientemente del monto que se cobre se dejen de realizar las acciones 
de control pertinentes, no solo para recuperar los dineros, sino para determinar si el agua 
está siendo utilizada y con cuánto caudal, pues se puede dar el caso que se extraiga mucha 
más cantidad de la autorizada, lo que implica una afectación en el canon asignado. Además, 
las sumas recaudadas se dedican a aspectos fundamentales para la protección y uso del 
recurso hídrico, lo que justifica el esfuerzo permanente de cobro, indistintamente su 
materialidad y sin perjuicio de un orden de prioridades. 
 

2.3.3. Falta de control sobre las concesiones vencidas 
 

De conformidad con el artículo 25 de la Ley de Aguas, las concesiones 
se extinguen por diferentes razones, entre ellas la expiración del plazo en la que fue 
otorgada.  En relación con las concesiones otorgadas en las zonas objeto de estudio, el Jefe 
del Departamento de Aguas65 suministró un listado de 66 concesiones canceladas por 
vencimiento, 57 de ellas son de aguas subterráneas ubicadas en Guanacaste (67%) y 9 en 
Puntarenas (33%).  Al analizar una muestra de esas 57 concesiones, se determinó que 
ninguna tenía su condición de renovada y solo un 38% de los casos analizados se 
encontraba en trámite, mientras que para un 62% no se contaba con gestión alguna. 
 
 Respecto de las que no poseían trámite de renovación, no se encontró 
evidencia de que el Departamento de Aguas hubiese gestionado ante el concesionario la 
renovación respectiva, ni que hubiera verificado en el campo si aún se estaba utilizando el 
agua, ya que en esos casos, si la concesión no es renovada se estaría incurriendo en el 
delito de aprovechamiento ilegal del agua. Si bien es cierto es una obligación del 
concesionario tramitar de oficio la renovación, eso no exime a la Administración de su deber 
de verificar que el agua no se siga aprovechando ilegalmente.  Por lo anterior, a pesar de las 
limitaciones de personal y equipo, resulta relevante realizar las inspecciones de campo, 
estableciendo un equilibrio entre los recursos y la periodicidad, sin perjuicio de las gestiones 
de cobro que deriven en recursos que refuercen esta labor. 
 

                                                
65  Oficio Nro. IMN-DA-1369-2009 del 11 de mayo de 2009. 
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2.4. Descoordinación de actividades para el control de los pozos 
administrados, tanto por el AyA como por las Asadas en las zonas 
costeras 

 
 Como ya se ha mencionado en este informe, en las zonas costeras se ubican 
acuíferos que son la fuente de abastecimiento de las poblaciones mediante pozos que 
administra el AyA o las Asociaciones Administradoras de Sistemas de Acueductos y 
Alcantarillados Comunales (Asadas); además, esos acuíferos también son captados por los 
pozos privados que se han perforado con o sin permiso.  Por lo que, para el adecuado 
resguardo de las fuentes de agua es de suma importancia realizar una gestión integrada 
entre el Departamento de Aguas, el Senara y el AyA, a efecto de contar con la información 
pertinente y actualizada de cada pozo, para garantizar el uso preferencial del consumo 
humano que establecen los artículos 27 de la Ley de Aguas y 264 de la Ley General de 
Salud. En relación con este asunto, se determinó lo siguiente: 
 

2.4.1.  Las Asadas no tramitan permisos para la perforación de pozos ni 
concesiones para el aprovechamiento de aguas 

 
 Las Asadas son asociaciones privadas cuyo accionar está normado por 
el “Reglamento de asociaciones administradoras de sistemas de acueductos y alcantarillados 
comunales”66 (en adelante Reglamento de las Asadas).  El inciso 8) del artículo 21 de esa 
norma establece que aquellas deben cumplir con el trámite de inscripción de la asignación 
de los caudales y fuentes de abastecimiento necesarios para la comunidad por medio del 
AyA.  A su vez, el inciso 10) de ese artículo señala la obligación del AyA de realizar el trámite 
de registro de caudales utilizados ante el Departamento de Aguas. Sin embargo, en la 
práctica esas asociaciones no están tramitando los permisos para la perforación de pozos ni 
para obtener la respectiva concesión para el aprovechamiento de aguas ante ese 
Departamento. En este sentido, el AyA se limita a inscribir ante el Minaet las fuentes que el 
Instituto y las Asadas utilizan para la prestación del servicio público.  
 
 Al respecto, la Procuraduría General de la República señaló en el 
Dictamen Nro. C-236-2008 del 7 de julio de 2008, que esas organizaciones privadas deben 
contar con un convenio de delegación suscrito con el AyA y también con la concesión 
respectiva; consecuentemente la Asada que no disponga de ambos requisitos, no estaría 
autorizada por el ordenamiento jurídico para prestar el servicio de agua potable y 
alcantarillado sanitario.  
 
 En este sentido, dimensionando los alcances del inciso g) del artículo 2 
de la Ley del AyA, que otorga la facultad a dicho Instituto para suscribir convenios de 
administración para los servicios de acueductos y alcantarillados y en relación con el artículo 
3 del mismo cuerpo normativo, la Procuraduría General de la República en el dictamen citado 
consignó, que “De la norma transcrita, se desprende que las Asociaciones Administradoras 
de Acueductos y Alcantarillados constituyen personas jurídicas de naturaleza privada, dado 
que su creación debe regirse por la Ley de Asociaciones.”, y luego concluye, entre otros 
aspectos, que “1- La entidad privada que no cuente con un convenio del AyA por medio del 
cual se le delega la prestación del servicio agua potable y alcantarillado sanitario, así como 
con la concesión de agua que otorga el MINAE, no está autorizada por el ordenamiento 
jurídico para prestar esos servicios.” 

 
                                                
66   Decreto Ejecutivo Nro. 32529-S-MINAE, publicado en La Gaceta Nro. 150 del 5 de agosto de 2005. 
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Por lo anterior, esta Contraloría General considera que la delegación a 
que se refiere el Reglamento de las Asadas y el mismo dictamen de la Procuraduría, lo es 
para la prestación del servicio público que corresponde al AyA y no a un acto por el cual 
dicho Instituto pueda legalmente, arrogarse el ejercicio de competencias que no le 
corresponden en cuanto a la autorización de uso y aprovechamiento del recurso hídrico, lo 
cual no se subsana con la simple inscripción de la fuente ante el Departamento de Aguas, tal 
y como ocurre actualmente con los permisos para la exploración o explotación de las aguas.  

 
 Podría pensarse que el Reglamento condiciona el contrato de 
delegación para la prestación del servicio, siempre y cuando se constituyan e inscriban 
conforme a la Ley de Asociaciones, Nro. 218 del 8 de agosto de 1939 y sus reformas, pues 
dichas organizaciones cuentan con personería jurídica propia; es decir, son susceptibles de 
adquirir derechos y contraer obligaciones; de manera que, las faculta y las obliga para 
suscribir contratos y actos administrativos bajo su propia responsabilidad.  En este sentido, 
las Asadas no solo responden ante los usuarios por la administración y eficiente prestación 
de los sistemas de acueductos que administran, sino además, ante el Estado mismo. En 
razón ello, siendo la concesión para el aprovechamiento de aguas –que es una figura 
administrativa de carácter personalísima- un requerimiento obligatorio para cualquier ente 
privado que pretenda el aprovechamiento de fuentes de agua, independientemente de su fin, 
las Asadas estarían obligadas a obtener dicha concesión del ente competente, pues la 
inscripción de la fuente o el pozo, no implica por sí, el acto de autorización para su 
explotación.  Asimismo, este requerimiento está dispuesto por los artículos 7 y 17 de la Ley 
de Aguas; de manera que, el Reglamento antes referido, no podría eliminar dicho 
requerimiento67. 

 
 Como consecuencia de tal omisión, la mayoría de los pozos que utilizan 

las asociaciones inspeccionadas por este órgano contralor no contaban con el respectivo 
permiso para la perforación ni con la concesión respectiva; ergo, tampoco pagan canon 
alguno; además de otras serias deficiencias en la ubicación de esos pozos y que se 
comentan en el aparte 2.4.3. de este informe. Asimismo, la mayoría no se encuentran 
registrados en el Archivo Nacional de Pozos, en donde no solo se le asigna un número 
oficial, sino que, le permite a las autoridades competentes contar con información para la 
toma de decisiones para perforaciones futuras en cada acuífero. 
 

2.4.2. Algunas Asadas no poseen el convenio de delegación necesario 
para tramitar la concesión para el aprovechamiento de aguas 

 
El artículo 3 del Reglamento de las Asadas establece que mediante un 

convenio, el AyA podrá delegar en una Asada la administración, operación, mantenimiento y 
desarrollo de un acueducto y un alcantarillado y el tratamiento y disposición de aguas 
residuales, aspecto que ya se comentó en el punto anterior y se respaldó también en el 
dictamen de la Procuraduría General de la República. 

                                                
67  Vistas las observaciones al primer borrador del presente informe, así como los criterios expuestos por el AyA en el oficio 

que se anexa como Nro. PRE-2009-0572, no encuentra este órgano Contralor que deba modificar, aclarar o cambiar de 
criterio en cuanto a la obligación de las Asadas para obtener la concesión de aguas del Minaet, figura que no está 
comprendida o subsumida en el contrato de delegación que se suscribe con las Asadas para la prestación del servicio 
público; además, dichas asociaciones se constituyen como personas jurídicas de derecho privado distintas al AyA. 
Tampoco se advierte que estén por disposición de norma de rango de ley excluidas de tal requisito, ni como parte de la 
excepción legal que aplica al AyA. Lo reseñado en tal sentido, también se fundamenta en el criterio vinculante de la 
misma Procuraduría General de la República Nro. C-236-2008 del 7 de julio de 2008, el cual no se acredita que hubiera 
sido modificado con posterioridad.  
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Sobre el particular, con base en las visitas de campo realizadas y de 
acuerdo con la información suministrada por el AyA68, se determinó que hay Asadas 
operando y que no cuentan de previo con la suscripción del respectivo convenio de 
delegación, situación que es del conocimiento del Instituto, ya que reportó tener algunos 
datos de esas asociaciones. Sin embargo, a pesar de que el AyA indica que está llevando a 
cabo algunas gestiones sobre el particular, la información que actualmente posee se 
encuentra desactualizada. Esta situación es inconveniente, pues algunas Asadas están 
operando en condiciones de ilegalidad y eventualmente de inconstitucionalidad69 y no 
dispondrían de un requisito indispensable para tramitar la concesión para el aprovechamiento 
de aguas. Lo que se reafirma con los documentos suministrados por el AyA70, pues en estos 
consta que esas  Asadas ni siquiera tienen algún trámite de solicitud del convenio, ni se 
explica de las gestiones llevadas a cabo por el Instituto, a fin de  que se suscriba el respectivo 
convenio de delegación.   
 

2.4.3. Deficiencias en la ubicación de los pozos que se utilizan para el 
abastecimiento poblacional costero  

 
  En las visitas de campo realizadas se determinaron serias deficiencias 
en la ubicación de algunos pozos pertenecientes al AyA y a algunas Asadas. Esta situación 
se presenta, principalmente, porque ni el Instituto ni esas organizaciones solicitan los 
permisos para la perforación de sus pozos al Departamento de Aguas, pues únicamente los 
inscriben una vez perforados, siendo que no pasan por el análisis técnico previo que realiza 
ese Departamento, el Senara y el propio AyA; lo que permitiría determinar la interferencia de 
pozos y de contaminación por intrusión salina. Al respecto, se hacen los siguientes 
comentarios: 
 
 i.   Efectivamente, aparte de las consideraciones jurídicas 
consignadas en el inciso c) del punto 2.2.4. del presente informe, respecto a la aplicación del 
artículo 8 de la Ley de Aguas, que establece que no podrán ubicarse edificaciones a menos 
de 40 metros de un pozo y que no podrán construirse pozos a menos de 100 metros de 
distancia unos de otros, pueden señalarse criterios de conveniencia y necesidad justificados 
en los criterios de protección del sistema y del propio recurso hídrico, pues a menos de esa 
distancia, su eficiencia disminuye y puede generar abatimientos adicionales del nivel freático, 
lo que a su vez genera ineficiencia en el bombeo y afecta el buen funcionamiento del equipo 
y al área de influencia del campo de pozos en terrenos vecinos, esto significa que los niveles 
freáticos pueden bajar significativamente en la zona aledaña al campo de pozos71. No 
obstante, se determinaron incumplimientos a dicha norma en casos como el campo de pozos 
utilizado por el AyA en Jacó, pues los numerados como 1 y 2, se ubican  aproximadamente a 
20 metros uno de otro y están muy cercanos a la construcción de un gimnasio por parte del 
colegio de la localidad; situación que podría afectar la calidad del agua de la fuente captada, 
por un aumento en la vulnerabilidad por la contaminación con coliformes fecales, que 
posibles tanques sépticos de la obra pueden provocar72. La fotografía Nro. 9 ilustra lo 
comentado.  
 
 
 
                                                
68  Oficio Nro. SGG-2009-07-99 del 29 de abril de 2009. 
69  Corte Suprema de Justicia, Sala Constitucional.  Resolución Nro. 2007-08217 del 12 de junio de 2007. 
70    Oficio Nro. PRE-2009-0572 del 2 de julio del 2009. 
71  Arredondo Li, Sandra.  Informe Nro. 2 a la contratación directa Nro. 2009CD-000006-503. 
72  Ibídem. 
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Fotografía Nro. 9 
Pozos Nros. 1 y 2 de AyA en Jacó 

 

 
 
  Además, está el caso de la Asociación Administradora del 
Acueducto Rural y Alcantarillado Sanitario de Playa Sámara, cuyos pozos Nros. P-Z-10 y P-
Z-11, se ubican aproximadamente a tres metros uno de otro; asimismo, los cuatro pozos 
administrados por la Asociación Administradora del Acueducto y Alcantarillado Sanitario de 
Nosara73, numerados como GA-1, GA-2, GA-3 y GA-056 fueron perforados a distancias muy 
cortas unos de otros; por ejemplo, el GA-1 está a 25 metros del GA-2 y a 70 metros del GA-
3.  El GA-3 se ubica a 53 metros del GA-2 y a 53 metros del GA-056. Las fotografías 
números 10 y 11 ilustran lo anterior. 
 
 

 
 ii. Por otro lado, se determinó el irrespeto al inciso b) del artículo 33 
de la Ley Forestal, que declara área de protección a la franja de 15 metros en zona rural a 
ambos lados de la rivera de los ríos, quebradas o arroyos.  Este irrespeto se observó con el 

                                                
73  Expediente de inscripción  Nro. 411-R, del Departamento de Aguas. 

Fotografía Nro. 10 
Ubicación de los pozos Nros. P-Z-10 y P-Z-

11 de la Asada de Playa Sámara 

Fotografía Nro. 11 
Ubicación de pozos los pozos Nros. GA-1 

y GA-2 de la Asada de Nosara 
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pozo denominado “secundario”, perteneciente a la Asociación del Acueducto Rural de 
Cangrejal de Sámara, el que se ubica en la zona de protección de la quebrada Lagartos, 
situación que podría afectar la calidad del agua de la fuente captada. Ver fotografía Nro. 12. 
 

Fotografía Nro. 12 
Pozo secundario de la Asada de Cangrejal en Sámara 

 
 

  Sobre el particular, el AyA74 informó que dispone de un inventario de sus 
fuentes efectuado mediante un levantamiento de campo y que el procesamiento de los datos 
se encuentra en trámite. Ese inventario fue realizado en marzo de 2007 por la entonces 
Dirección de Gestión Ambiental del Recurso Hídrico (hoy UEN de Gestión Ambiental). No 
obstante, ese inventario carece de datos relevantes para el adecuado control, la toma de 
decisiones, el suministro de información al Departamento de Aguas y al Senara para el 
otorgamiento de permisos para la perforación de pozos y la concesión para el 
aprovechamiento de agua subterránea y para posibles estudios hidrogeológicos. Así por 
ejemplo, no incluye ningún dato técnico de los pozos inventariados, tales como caudal 
extraído, diámetro de perforación, diámetro de armado del pozo, tipo de bomba, profundidad 
del pozo y de la bomba, nivel estático del agua, entre otros. Además, no brinda información 
de la población actual abastecida, capacidad de crecimiento y vida útil prevista, entre otros 
datos.  
 

2.4.4.  Debilidades en la inscripción de las fuentes de abastecimiento 
poblacional ante el Departamento de Aguas 

 
  Como se mencionó anteriormente, las Asadas deben de inscribir sus 
fuentes ante el AyA y este a su vez, ante el Departamento de Aguas del Minaet. No obstante, 
dicha obligación ha sido parcialmente cumplida por ambas partes, incidiendo negativamente 
en la suficiencia de la información que mantienen las Asadas, el Senara, el AyA75 y el citado 
Departamento; por cuanto se determinó que no coincide la cantidad ni los datos técnicos que 
reportan las Asadas, los que registra el AyA y los inscritos ante el Departamento de Aguas. 
Al respecto, se describen las siguientes situaciones: 
 

                                                
74  Oficio Nro. PRE-2009-0572 del 2 de julio del 2009. 
75  La unidad que lleva el registro de esta información es la denominada UEN de Gestión de Acueductos Rurales de la 

Subgerencia de Gestión de Sistemas Delegados, el sistema de información se denomina SICEO y no tiene relación con 
los sistemas que lleva la UEN de Gestión Ambiental de la Subgerencia Ambiental, Investigación y Desarrollo. 
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a)  El AyA tiene registrados en las mismas coordenadas, diferentes 
pozos; mantiene pozos que no poseen la ubicación por coordenadas y carece de datos 
esenciales, como: profundidad, nivel estático, nivel dinámico, caudal extraído y población 
abastecida; por lo que, no podría suministrar al Departamento de Aguas esta información. 
Por otro lado, hay pozos que esta Contraloría General constató76 que son administrados por 
las Asadas, pero que el AyA no tiene en sus registros. En este sentido, la información que se 
brindó a este órgano contralor por el AyA acerca de la Asociación Administradora del 
Acueducto y Alcantarillado de Nosara, corresponde a datos de tres asociaciones; además, 
los datos remitidos para cada una de esas últimas no estaban completos ni actualizados. 
Esta situación propició que el AyA enviara a inscribir ante el Departamento de Aguas un 
pozo que pertenece a la Asociación Administradora del Acueducto Rural de Nosara, como si 
fuera de la Asociación Administradora del Acueducto y Alcantarillado de Nosara.  Además, 
en el Registro Nacional de Concesiones, esta última Asociación no tiene otros pozos a su 
nombre, cuando en realidad administra varios77. 
 
  Sobre este particular, el Departamento de Aguas indicó, que 
efectivamente este es un problema que no se ha podido resolver y como ejemplo de ello, 
suministró copia de un oficio78 en donde le señaló a la Dirección de Acueductos Comunales 
del AyA sobre errores en la ubicación cartográfica de las fuentes que se envían a inscribir, lo 
que pone en riesgo el Registro Nacional de Concesiones y los derechos de terceras 
personas; y que por lo tanto, no volvería a inscribir más fuentes hasta que no sean 
corregidas esas debilidades; sin embargo, pareciera que no se ha atendido este 
requerimiento; lo que conlleva a que el Minaet no haya cumplido con su obligación de tener 
actualizada la inscripción de esas fuentes. 
 

  b) Se comprobó que hay pozos que aparecen en los registros del 
Departamento de Aguas pero que no están a nombre de la Asada que los administra y 
además, el AyA tampoco los tiene en sus registros.  Para ejemplificar lo anterior, se continúa 
con el caso de la Asociación Administradora del Acueducto y Alcantarillado de Nosara, pues 
tiene inscrito en ese Departamento un pozo que no le pertenece y no ha registrado cuatro que 
sí administra y que le fueron cedidos en el año 2005, por la Asociación Cívica de Nosara y 
que están inscritos en el expediente de concesión Nro. 5194-P con los números GA-1, GA-2 y 
GA-3 y GA-056. 
 
  c) Por otra parte, los pozos que administran las Asadas y el propio 
AyA no cuentan en la mayoría de los casos, con un número oficial asignado por el Senara; 
por lo que, el AyA ha asignado a los pozos sus propios números, de acuerdo con un control 
consecutivo interno para ese fin, o en su defecto, cada Asada le ha asignado un número a 
cada pozo. Ello, incumple con el artículo 9 del Reglamento de perforación que asigna esta 
función al Senara para que mantenga actualizado el Archivo Nacional de Pozos, con los 
respectivos datos técnicos y de ubicación de estos.  Además, estos hechos repercuten en las 
acciones de protección de las fuentes de abastecimiento de la población, pues al no estar 
registrados en el Senara se presenta el riesgo de autorizar a privados para ubicar pozos a 

                                                
76  En visitas de campo, complementadas con correos electrónicos recibidos de: Asada Corona del Cabo 

(omjimenez@cfia.or.cr del 24 de abril de 2009) y Asada playa Tamarindo, (paguatamarindo@yahoo.es del 1 y 13 de 
abril de 2009). 

77  Expedientes de concesión números 5194-P y 411 R. Expedientes de permisos de perforación de pozos Nros. GA-056,  
GA-093, GA-067 y GA-205 del Departamento de Aguas. 

78  Oficio Nro. IMN-DA-2182-08 del  17 de julio de 2008. 
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distancias y en sitios que pondrían en peligro la preservación de fuentes poblacionales y su 
eficiencia en la producción de agua. 
 
  Lo descrito se debe a la falta de coordinación entre el AyA y el 
Departamento de Aguas, a fin de que ese Instituto proporcione información actualizada, 
completa y exacta de las fuentes de abastecimiento poblacional y a la falta de control y 
fiscalización de este último sobre esas asociaciones, a pesar de que así se lo dispone el 
inciso 5) del artículo 36 del Reglamento de las Asadas.  Sobre el particular, dicho Instituto 
informó79, que no ejerce esas funciones por el volumen de trabajo diario que generan 
consultas y visitas a los acueductos; pero que, actualmente se está trabajando en una 
reorganización de las labores que ejecutan las oficinas regionales.  
 
 Las medidas indicadas y otras más que se puedan tomar son 
urgentes, pues genera carencias importantes de información y propicia actuaciones 
aparentemente inconvenientes por parte de algunas asociaciones.  Por ejemplo, la 
Asociación Administradora del Acueducto y Alcantarillado Sanitario de Corona del Cabo tiene 
reportada ante el AyA una población que en realidad no existe, pues este es un proyecto 
habitacional privado a desarrollar y en este momento no cuenta con viviendas.  Otro ejemplo 
es el de la Asociación Administradora del Acueducto y Alcantarillado de Nosara, la que 
abastece una zona que se conoce como “proyecto americano” en playa Guiones, el que 
corresponde a una urbanización con población flotante, pues su mayoría es extranjera y 
además, de acuerdo con un medio de comunicación de esa zona, las tarifas que se cobran 
no son accesibles a la población rural80. 
 

2.4.5. Falta de control sobre el funcionamiento de los pozos que 
administran las Asadas 

 
 Se determinó que la mayoría de los pozos visitados y que son 

administrados por las Asadas no contaban con el equipamiento técnico necesario, como por 
ejemplo, un caudalímetro y la línea de aire, que permitan realizar medidas del nivel freático y 
pruebas de bombeo en algún momento de la vida útil del pozo, lo que es contrario al artículo 
17 del Reglamento de perforación.  Además, no contaban con la infraestructura 
indispensable para su protección, como una caseta de seguridad o un lindero en malla ciclón 
o similar que los proteja; o bien esta se encontraba en un marcado mal estado, situaciones 
que propenden al vandalismo y lo pone en riesgo de que puedan verter algún contaminante 
directamente al acuífero que capta. Ejemplos de lo anterior son el pozo Nro. 5 de la Asada 
de playa Tamarindo de Santa Cruz, donde la salida de la boca del pozo se encuentra fuera 
de una caseta de seguridad, cubriendo esta última únicamente los equipos del sistema de 
control eléctrico y el pozo Nro. CY-27 de la Asada de Santa Teresa en Cóbano, que no 
cuenta con equipamiento técnico ni infraestructura de protección. Ver fotografías números 13 
y 14. 

 
 
 
 

                                                
79  Oficio Nro. SGG-2009-07-99 del 29 de abril de 2009. 
80  Periódico local  “La Voz de  Nosara”, edición marzo 2009, el “proyecto americano” abastece casas y hoteles de playa en 

Playas Guiones y Pelada, y que la junta que administra esta ASADA denominada “Nosara Water Board” informó que 
durante el año 2008 tuvo ingresos netos de ¢128.265.000.00 de los cuales  ¢96.250.000.00  fueron utilizados para 
adquirir nuevas bombas, tanques y tuberías. Los restantes ¢33 millones se utilizarán durante el año 2009 para adquirir 
más tanques de almacenamiento. 
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Lo anterior es consecuencia de la falta de control del Departamento de 

Aguas y del AyA sobre estos pozos; además de que dicho Instituto no ha promovido 
actividades de capacitación y asesorías permanentes y constantes a quienes administran 
esas asociaciones, a pesar que así lo estipulan los incisos 4) y 7) del artículo 36 del 
Reglamento de las Asadas. Estas actividades son importantes para que esas personas 
cuenten con los conocimientos técnicos y administrativos que coadyuven con una efectiva y 
eficiente gestión del acueducto rural, en beneficio de los usuarios 81. 
 
 
3. CONCLUSIONES 
 
 El desarrollo inmobiliario y turístico que se ha presentado en los últimos años  en las 
provincias de Guanacaste y Puntarenas, ha ocasionado un aumento en la demanda de 
aguas subterráneas de forma significativa, poniendo en peligro inminente de 
sobreexplotación y de contaminación por intrusión salina los sistemas acuíferos costeros, 
que no solo suplen estos proyectos constructivos, sino son las fuentes de abastecimiento de 
las poblaciones costeras.  Ante tal realidad, la respuesta de las entidades estatales que 
atienden el aprovechamiento de esas aguas, denota una gestión desintegrada que no ha 
buscado la preservación y protección de los sistemas acuíferos que suministran el recurso 
hídrico que han requerido los usuarios, lo que es imprescindible, porque el Senara ya ha 
advertido que esos sistemas son pequeños, vulnerables y con poca capacidad de recarga; 
siendo incluso, que la Sala Constitucional ha sido reiterativa en invocar la aplicación del 
principio in dubio pro natura en algunos de esos acuíferos, con solo tener indicios de que se 
encuentran en riesgos como los señalados. 
 
  Efectivamente, el accionar del Departamento de Aguas del Minaet, el Senara y el AyA, 
ha puesto en riesgo el control sobre los permisos para la perforación de pozos y el 
consiguiente abastecimiento de aguas; indistintamente de que el solicitante sea una persona 
física o jurídica privada, una Asada o el mismo AyA.  Esas discrepancias de criterio han 
llegado a una falta de claridad sobre el procedimiento y el órgano responsable de dictar 
medidas y acerca de la vinculancia de estas acciones que ejecutan los actores relacionados 
con la protección y administración del recurso hídrico.  Por otro lado, la ausencia en el 
Senara de una programación que oriente sus investigaciones hidrogeológicas de acuerdo 
                                                
81  Arredondo Li, Sandra.  Informe Nro. 2 a la contratación directa Nro. 2009CD-000006-503. 

Fotografía Nro. 13 
Pozo Nro. 5 de la Asada de playa Tamarindo 

Fotografía Nro. 14 
Pozo Nro. CY-27 de la Asada de Santa 

Teresa en Cóbano 
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con prioridades preestablecidas por acuífero y de la política oficial que oriente las 
investigaciones hidrogeológicas mediante estudios que utilicen datos congruentes y 
comparables, dificulta la toma de decisiones confiables al momento de establecer 
restricciones en zonas costeras o bien para aprobar solicitudes de permisos para la 
perforación de pozos. 
 Asimismo, la problemática en la gestión del recurso hídrico por parte de esas 
entidades, mostró que no se dispone de datos confiables, exactos y oportunos sobre los 
pozos perforados en el país y sobre las concesiones para el aprovechamiento de aguas, que 
faciliten la elaboración de los estudios hidrogeológicos de cada sistema acuífero, lo que 
dificulta la obtención de resultados idóneos para respaldar la toma de decisiones, proteger 
las fuentes y mantener actualizados los registros y las bases de datos de las instituciones 
participantes.  Aunado a lo anterior, no se mantiene un efectivo y oportuno control sobre los 
informes técnico geológicos que emiten las empresas perforadoras, pues algunas no lo han 
presentado al Departamento de Aguas ni al Senara, no se controlan los datos que se 
consignan en dichos documentos ni se evalúa la labor de esas compañías; además, no se 
brinda seguimiento de campo sobre los pozos perforados para determinar su legalidad, 
ubicación, uso, distancia de la costa o de otros pozos, si cuentan con la respectiva concesión 
para el abastecimiento de aguas y si están al día en el pago del canon respectivo.  
 

 Estas situaciones evidencian la descoordinación de acciones, la variedad de criterios 
acerca de temas recurrentes y la toma de decisiones sin el fundamento técnico y jurídico 
expreso y suficiente, que garantice que las instituciones públicas que resguardan un 
importante bien del Estado, como lo es el recurso hídrico, están dirigiendo esfuerzos y 
recursos para asegurar el derecho que tienen los ciudadanos de contar con tal elemento 
indispensable para la vida. 
 
 
4. DISPOSICIONES 
 

En razón de lo expuesto en este informe y de conformidad con las competencias 
asignadas en los artículos 183 y 184 de la Constitución Política y los artículos 12 y 21 de la 
Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Nro. 7428, se emiten las siguientes 
disposiciones, las cuales son de acatamiento obligatorio y deberán ser cumplidas dentro del 
plazo conferido para ello. 
 

Este órgano contralor se reserva la posibilidad de verificar, mediante los medios que 
considere pertinentes, la efectiva implementación de las disposiciones emitidas, así como de 
valorar la aplicación de los procedimientos administrativos que correspondan, en caso de 
incumplimiento injustificado de tales disposiciones.  
 
 

4.1. Al Ministro del Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, al 
Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y 
Alcantarillados y al Gerente General del Senara 

 
a) Diseñar en forma conjunta, una metodología de investigación para llevar a 

cabo los estudios hidrogeológicos a utilizar como fundamento para emitir regulaciones en la 
perforación de pozos y como requisito fundamental de las solicitudes de permisos para la 
perforación de pozos. Esta metodología debe contar con la definición de la terminología, 
cantidades y la calidad de datos a usar.  Comunicar a esta Contraloría General, a más tardar 
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el 30 de marzo de 2010, mediante oficio suscrito en conjunto, la aprobación de la 
metodología establecida por parte de los órganos que corresponda y copia de la publicación 
en el Diario Oficial La Gaceta.  Ver el punto 2.1.3. de este informe. 
 

b) Elaborar en forma conjunta, una estrategia que de conformidad con las 
competencias de cada institución, defina las acciones a seguir para obtener el inventario de 
los pozos perforados en las zonas costeras del país. Ese inventario debe contener los datos 
técnicos que al efecto señala el artículo 18 del Reglamento de perforación. Esta estrategia 
debe prever las medidas a tomar ante la presencia de pozos sin concesión, pozos ilegales, 
sin uso, que no respetaron las distancias de ley, que irrespetaron la Ley Forestal, aquellos 
perforados en sitios diferentes a los autorizados, los que no cuentan con el equipamiento e 
infraestructura adecuadas y asignar el número oficial de pozo a aquellos que no cumplan con 
ese requisito. Remitir a esta Contraloría General, a más tardar el 31 de octubre de 2009, 
copia de la estrategia de corto y mediano plazo que consigne las acciones, la fecha de 
ejecución y los responsables de su cumplimiento, suscrito por los tres jerarcas.  Ver los 
puntos 2.2.4., 2.3.1. y 2.4.4. de este informe. 
 

c) Revisar el procedimiento mediante el cual cada institución tramita las 
solicitudes y el criterio acerca de ellas para la perforación de pozos y las de concesiones 
para el aprovechamiento de aguas; abarcando los requisitos que se soliciten al administrado. 
El procedimiento debe dejar clara la obligatoriedad de resolver con base en informes 
técnicos y legales, ya sea que se apruebe o deniegue la solicitud. Discutir en forma conjunta 
el procedimiento de cada institución y los requisitos, de forma que se obtenga la anuencia de 
su idoneidad.  Remitir al órgano contralor, a más tardar el 19 de diciembre de 2009 y suscrito 
por los tres jerarcas, el documento que indique los principales ajustes aplicados al 
procedimiento de cada institución y la conformidad conjunta con estos, así como la evidencia 
de que fueron comunicados a las instancias correspondientes. Ver los puntos 2.1.1., 2.2.1. y 
2.2.2. de este informe. 
 
 

4.2. Al Ministro del Ambiente, Energía y Telecomunicaciones y al 
Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y 
Alcantarillados 

 
El Presidente Ejecutivo del AyA deberá identificar las Asadas de las zonas 

costeras del país y formalizar el convenio de delegación respectivo con aquellas que no lo 
posean, y una vez suscrito, prevenga a esas organizaciones el plazo para que tramiten la 
concesión para el aprovechamiento de aguas ante el Departamento de Aguas del Minaet. 
También, una vez suscrito el convenio, deberá de inmediato proceder al registro de los 
caudales aprovechados ante el Departamento de Aguas y remitir a la Contraloría General y 
al Minaet, la lista de las Asadas que deben solicitar la concesión; y, el Ministro del Ambiente, 
Energía y Telecomunicaciones deberá remitir la lista de Asadas que iniciaron los trámites 
correspondientes esto a más tardar el 30 de octubre de 2009. Ver el punto 2.4. de este 
informe. 
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4.3. Al Ministro del Ambiente, Energía y Telecomunicaciones y al 
Gerente General del Senara 

 
a) Solicitar en consulta conjunta y previo cumplimiento de los requisitos de 

ley, el criterio vinculante a la Procuraduría General de la República sobre los alcances del 
inciso h) del artículo 3) de la Ley de Creación del Senara, Nro 6877 y demás normativa 
aplicable, en relación con la vinculancia y obligatoriedad de las decisiones, criterios y 
recomendaciones que emita dicha institución con fundamento en estudios técnicos y 
científicos sobre las aguas subterráneas, tanto para el Minaet en la resolución final de 
permisos y concesiones, como con respecto a las demás instituciones competentes en el 
otorgamiento de permisos constructivos y de uso del suelo. De previo a tal gestión y hasta 
que dicho órgano consultivo no se pronuncie, deberán abstenerse de emitir nuevos 
reglamentos sobre el aprovechamiento de aguas subterráneas, a efecto de precisar las 
competencias y la intervención de cada institución en los procedimientos.  Remitir a este 
órgano contralor, a más tardar el 30 de setiembre de 2009, copia de la consulta presentada, 
con la evidencia de la comunicación respectiva.  Ver punto 2.1.1. de este informe. 

 
b) Identificar las empresas perforadoras que aún no han entregado los 

informes técnicos geológicos y definir un mecanismo para solicitar esos documentos.  Remitir 
a este órgano contralor, a más tardar el 31 de agosto de 2009, un detalle de las empresas 
que no habían cumplido con el requisito al momento del presente estudio y la indicación de 
la fecha en que ya han entregado el documento o bien de aquella en que presentaran el 
informe respectivo.  Ver el inciso a) del punto 2.2.3. de este informe. 
 

c) Elaborar y poner en ejecución un procedimiento para controlar en forma 
efectiva, la entrega de los informes técnicos geológicos que deben emitir las empresas 
perforadoras y para valorar la cantidad y calidad de los datos que contienen estos informes, 
cada uno en el ámbito de su competencia, pero definiendo las acciones que corresponden a 
cada institución a efecto de evitar la duplicidad de esfuerzos.  Dicho procedimiento debe 
considerar, que se debe poner en conocimiento del Colegio de Geólogos los hechos 
irregulares que se identifiquen en esos informes, a efecto de que se valore el inicio de 
procedimientos para determinar eventuales responsabilidades disciplinarias. Remitir a este 
órgano contralor, a más tardar el 31 de octubre de 2009, el procedimiento definido, 
debidamente suscrito por ambos jerarcas. Ver los incisos a) y b) del punto 2.2.3. de este 
informe. 
 
 

4.4. Al Ministro del Ambiente, Energía y Telecomunicaciones 
 

a)  Analizar los riesgos y funcionalidad de la ubicación actual del 
Departamento de Aguas, de forma que se eficientice la gestión de esta dependencia, e 
implementar la solución que resulte más viable. Comunicar a esta Contraloría General, a 
más tardar el 30 de noviembre de 2009, lo actuado al respecto.  Ver el punto 2.3.1. de este 
informe. 
 

b) Definir medidas que permitan agilizar la gestión de cobro del canon por el 
aprovechamiento de aguas, ante las personas físicas o jurídicas que se encuentren morosas 
y con concesiones vencidas.  Remitir a esta Contraloría General, al 30 de setiembre y 30 de 
noviembre de 2009 y al 31 de marzo y 30 de junio de 2010, el reporte sobre el avance en las 
gestiones.  Ver los puntos  2.3.2. y 2.3.3 de este informe. 
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4.5 Al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y 
Alcantarillados 

 
a) Como parte del diagnóstico y el plan que se le solicitó mediante la 

disposición contenida en el inciso d) del punto 4.2. del informe Nro. DFOE-ED-19-2008, 
elaborar un plan de capacitación y asistencia técnica a los miembros de las Asadas que 
funcionan en las zonas costeras del país y aplicarlo a partir del año 2010.  Remitir a esta 
Contraloría General, a más tardar el 30 de noviembre de 2009, el plan indicado e informar los 
avances en ese plan, al 30 de junio y 30 de noviembre de 2010.  Ver el punto 2.4.5. de este 
informe. 

 
b)  Elaborar un informe que exponga el apego a las normas técnicas y 

legales, del funcionamiento de la Asociación Administradora del Acueducto y Alcantarillado 
Sanitario de Corona del Cabo y de la Asociación Administradora del Acueducto y 
Alcantarillado de Nosara, en playa Guiones; así como las medidas correctivas si resultan 
pertinentes.  Remitir copia del informe al órgano contralor, a más tardar el 30 de octubre de 
2009, junto con la documentación que evidencie la comunicación de las medidas correctivas 
a las instancias respectivas.  Ver el punto 2.4.4. de este informe.  
 
 

4.6 Al Gerente General del Senara 
 
 a)  Realizar un inventario de las medidas administrativas emitidas por el 
Senara y que regulan la aprobación de los permisos para la perforación de pozos y de 
concesiones para el aprovechamiento de aguas en los acuíferos costeros. Publicar dichas 
medidas en el Diario Oficial La Gaceta a más tardar el 30 de setiembre de 2009, a efecto de 
formalizar su aplicación.  Remitir a esta Contraloría General, a más tardar el 30 de octubre 
de 2009, indicación del número y fecha de La Gaceta en que se dio la publicación. Ver  el 
punto 2.1.1. de este informe. 
 

b) Realizar un inventario de los acuíferos costeros del país, con base en ello 
priorizar las investigaciones hidrogeológicas que sustenten la toma de decisiones acerca de 
la perforación de pozos y las concesiones para el aprovechamiento de aguas, según se 
requiera. Remitir a este órgano contralor, a más tardar el 31 de octubre de 2009, copia del 
documento que contiene las acciones a emprender, la fecha de ejecución y los responsables 
de su cumplimiento, con la evidencia de que fue comunicado a las instancias 
correspondientes, dicho plan deberá estar concluida más tardar el 30 de marzo de 2010.  Ver 
el punto 2.1.2. de este informe. 
 

La información que se solicita en este informe para acreditar el cumplimiento de 
las disposiciones, deberá remitirse en los plazos fijados, a la Gerencia del Área de 
Seguimiento de las Disposiciones de esta Contraloría General de la República.  Además, se 
requiere que se le informe a la referida Área, en un plazo no mayor de cinco días hábiles, el 
nombre, número de teléfono y correo electrónico de la persona que fungirá como el contacto 
oficial con esa Área de Seguimiento y con autoridad para informar sobre el avance y 
cumplimiento de las disposiciones correspondientes. 
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